
INTRODUCCIÓN
La toma de decisiones en la Administración Pública se fundamenta en conocimientos teóricos y técnicos, que los funcionarios utilizan para garantizar el control de los procedimientos que el Estado implementa en cada una de las instituciones. Esta responsabilidad administrativa en el sector público, su dinámica y operatividad, ha conformado una estructura de acción política de grandes dimensiones, que en muchos casos, ha influido negativamente en el desempeño operativo y ha retardado la respuesta a los usuarios de los servicios.  Uno de los factores que interviene en esta desproporción estructural, es el manejo de la información y los documentos que se producen en cada ente y unidad. Las instituciones en su dinámica administrativa producen una importante cantidad de documentos de archivo, lo que sugiere el establecimiento de mecanismos y metodologías que hagan de su tratamiento una acción administrativa con valor agregado, hacia la transparencia de los servicios y la mejora de su capacidad de respuesta. En este sentido, la desincorporación de documentos constituye una de las actividades operativas que implica una importante responsabilidad y relevancia para los archivos estatales. 
Para abordar el tema planteado se realizó un arqueo a las fuentes que refuerzan la teoría y conocimiento del Procedimiento Administrativo, la Administración Pública como instrumento de acción, y la técnica archivística como elemento de control sistemático para las unidades que deben cumplir el mandato administrativo en las instituciones del Estado; se tomarán las normas ISBD para las referencias 

bibliográficas, y en cuanto a las citas textuales para  el uso de los puntos suspensivos, se utilizará la  metodología de acuerdo a las normas y reglas para el uso de los puntos suspensivos (Ortografía de la Lengua Española /PDF www.com.ar/dicionario/lmg/pdf/capítulo 5). En el Marco Teórico se subdivide el tema, estableciendo una secuencia lógica de lo que el autor considera debe ser la evolución de la investigación, hasta llegar al enfoque específico de la propuesta que se presentará como solución. El presente proyecto abarca el diseño de una normativa y la elaboración de un instrumento técnico, que regule la desincorporación documental en la Comisión de Administración de Divisas (CADIVI), previo análisis de la legalidad vigente y la evaluación interna de la dinámica a los documentos que se reciben y que conforman los expedientes de solicitudes de divisas. El trabajo está compuesto de la siguiente manera: En el primer capítulo se establece el planteamiento del problema; los objetivos; la justificación dentro de la realidad institucional. En el segundo capítulo se desarrolla el Marco Teórico, estableciendo la relación que tiene la desincorporación de documentos como actividad archivística y como procedimiento administrativo del sector público. El tercer capítulo abarca la estructura metodológica, la muestra, población, técnicas de recolección de datos y el análisis de los mismos con los respectivos cuadros y gráficos, además del  diagnóstico. El cuarto capítulo abarca la propuesta específica representada en la tabla de Temporalidad, con las instrucciones y períodos de retención para cada serie y tipología. El quinto capítulo recoge las conclusiones y las recomendaciones. Finalmente, en el sexto capítulo se relacionan las fuentes que sirvieron de referencia documental para el desarrollo de la investigación.
CAPÍTULO I
1.1 - PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA
La teoría archivística establece procedimientos técnicos específicos que influyen de manera determinante en el desarrollo del ciclo vital de los documentos, y que se cumplen a través de los criterios de su competencia profesional. Bajo esta concepción, la Archivología plantea la definición de ocho (8) actividades u operaciones archivísticas a través de las cuales se lleva a cabo la organización de los fondos documentales; estas actividades son las siguientes: producción, clasificación, ordenación, selección, expurgo, descripción, traslado y transferencia, aunque es importante señalar que en la evolución de la disciplina ha cobrado fuerza el considerar a la identificación y valoración como una actividad archivística. 
La aplicación de estas actividades garantiza que el ciclo vital de los documentos  se cumpla de manera organizada y sistemática, permitiendo que el crecimiento de los fondos documentales pueda controlarse en el tiempo, y pueda definirse la archivalía respectiva, los períodos de retención, disposición, temporalidad, eliminación, y desincorporación de documentos como una actividad necesaria dentro de las instituciones. Estos procesos pueden realizarse fundamentándose en tres actividades básicas: valoración, selección y expurgo, operaciones que resuelven los problemas estructurales que se derivan del crecimiento administrativo de dichas instituciones. 

De la valoración, selección y el expurgo deben producirse, como acciones directas, la desincorporación de documentos innecesarios, duplicados, y los de conservación permanente, así como aquellos que hayan cumplido el objetivo de su tramitación inicial, quedando sujetos al traslado a su fase intermedia, debido a su frecuencia de consulta semiactiva. Igualmente se pueden producir y apreciar beneficios que tienen reflejo inmediato en los volúmenes de documentos a resguardar; en la utilización del espacio; el control de los expedientes, y en la determinación real de la dimensión del fondo documental. Estos factores señalados permiten el mejor funcionamiento de las organizaciones, lo cual obliga a la aplicación de una normativa institucional interna, adecuada a una estructura jurídica nacional que no permita vacíos en los procedimientos. 

La Comisión de Administración de Divisas (CADIVI) como ente receptor responsable de resguardar las solicitudes de divisas de los usuarios a nivel nacional, confronta en la Unidad de Archivo, diversos problemas que se derivan de la inexistencia de una política de Selección y Expurgo. En este sentido, en el año 2004 con motivo de la planificación de los espacios para las unidades operativas, se realizó un diagnóstico preliminar presentado a la Gerencia de Bienes y Servicios, en el cual se incluyeron los expedientes de las solicitudes de divisas que ingresaron a la institución desde el año 2003. A través de este diagnóstico se pudo determinar, como problema estructural, que no se ha establecido un criterio institucional para la desincorporación de los documentos que ingresan a la Comisión de Administración de Divisas, ni se ha conformado un equipo que analice la legalidad vigente a los efectos de respaldar dicha desincorporación. Igualmente, se presenta un panorama con un fondo documental sobredimensionado, debido a las piezas duplicadas que se reciben en los expedientes de solvencias.
Aunado a esta realidad, se han acumulado expedientes de solvencias e impuestos que incluso ya han perdido su vigencia debido a la renovación que se efectúa trimestralmente. Tales son los casos de las solvencias del Instituto Nacional de Capacitación Educativa (INCE), Instituto Venezolano de los Seguros Sociales (IVSS), Comisión Nacional de la Vivienda (CONAVI), igualmente los diversos impuestos establecidos por ley, Impuesto al Valor Agregado (IVA), Impuestos Municipales (Alcaldías), Impuesto Sobre la Renta (ISLR). En este sentido, los espacios disponibles son insuficientes puesto que se ha tomado como alternativa el resguardo en cajas, lo que igualmente está colmando la capacidad de la Unidad de Archivo para recibir, controlar y clasificar diariamente; además, existe un retraso en  la búsqueda de expedientes y en la toma de decisiones que involucra a la actividad del préstamo continuo, en virtud de la gran masa documental existente. 
La situación planteada obliga a la formulación de una interrogante que refleja la esencia del problema, y a la cual se intenta dar respuesta en el desarrollo de la investigación: En CADIVI ¿Qué problemas archivísticos se podrían resolver a través de la aplicación de una Tabla de Temporalidad?
1.2 - OBJETIVOS
1.2.1 - Objetivo General

Diseñar una Tabla de Temporalidad Documental para el Archivo General de CADIVI. 

1.2.2 - Objetivos Específicos

- Elaborar diagnóstico al fondo documental del Archivo General de CADIVI. 
- Compilar y analizar las leyes, reglas y normativas relacionadas con el contexto archivístico, aplicables a CADIVI. 
1.3 -  JUSTIFICACIÓN
La acción administrativa en el ámbito del sector público, surge de la cohesión de procedimientos, técnicas y análisis a situaciones del campo jurídico, donde los profesionales enmarcan los resultados en las políticas del Estado. La justificación de este proyecto está dirigida a la creación y establecimiento de lineamientos que faciliten y mejoren el funcionamiento del tratamiento de la documentación que ingresa al Archivo General de CADIVI, específicamente a la hora de su desincorporación, considerando la conjunción del conocimiento técnico con la aplicación del marco jurídico, toda vez que dichas decisiones involucran el bienestar de los usuarios. 

El análisis de la legalidad de la selección y eliminación de documentos como procedimientos administrativos, permitirá desarrollar una normativa que unifique los criterios técnicos y jurídicos con la participación de funcionarios de la institución, y funcionarios de otras instituciones. Igualmente, la evaluación de la vigencia de los documentos que se resguardan en CADIVI, su disposición a las diferentes fases del ciclo vital, permitirán que este proceso se desarrolle dentro de los parámetros legales vigentes en Venezuela de acuerdo a las jerarquías administrativas establecidas.

El impacto e importancia que este proyecto representa para la institución se vería reflejado a corto y mediano plazo, principalmente en lo que se refiere al establecimiento de criterios que refuercen el desarrollo de los procedimientos de la Unidad de Archivo para la adecuada planificación de los recursos humanos; los procesos de recepción de documentos; la redimensión de los espacios. En este sentido, determinar los factores que influyen en el desenvolvimiento del servicio, y controlar las capacidades cuantitativas y cualitativas, constituyen la justificación esencial; asimismo, se estaría aportando una herramienta de estudio y análisis a la disciplina archivística, con respecto a la aplicación de la legalidad vigente.
CAPÍTULO II

2 - MARCO TEÓRICO 
2.1 – Antecedentes de la investigación

La desincorporación  de documentos es una actividad que se cumple en las Unidades de Información como producto de la aplicación de dos funciones u operaciones archivísticas clásicas; selección y expurgo. De dicha aplicación se generan beneficios y problemas que tienen reflejo inmediato en los volúmenes de documentos a resguardar; en la utilización del espacio, el control de los expedientes, y en la determinación real de la dimensión del fondo documental. Todos son factores que permiten, o no, el buen funcionamiento de las organizaciones, lo cual obliga a la aplicación de una normativa nacional, y la adecuación a una estructura jurídica que no permita vacío en los procedimientos. Ha sido una preocupación constante de los profesionales de la Bibliotecología y la Archivología la necesidad de recopilar, agrupar, analizar y conformar un instrumento que recoja el conjunto de leyes, disposiciones, decretos, reglamentos, que se encuentran dispersos, y que al mismo tiempo permita unificar criterios para la toma de decisiones a la hora de la aplicación y puesta en marcha de cualquier procedimiento administrativo que tenga relación con la Archivología. Los trabajos que se citan como antecedente a la investigación desarrollan marcos teóricos específicos, que difieren sustancialmente del marco teórico de esta investigación; no obstante en cuanto al fin y objetivo, podemos asegurar que se coincide de manera determinante en lo referente a establecer un procedimiento que equilibre los fondos documentales de acuerdo a los espacios de resguardo, y a definir el tiempo y el destino de los documentos que conforman esos fondos. Cabe destacar trabajos como el de la profesora Consuelo Ramos, “Legislación Bibliotecaria Venezolana hasta el 86”, en el cual se compila un importante número de reglamentos, tanto para las bibliotecas como para los archivos, y en donde se aborda el tema de la legislación enfocada a las unidades de información, como un problema de dispersión de las fuentes y como un problema de aplicación de procedimientos por la inexistencia de un instrumento de apoyo; igualmente podemos citar la tesis de grado de Isabel Yánez “Situación actual de los Archivos Generales de los Ministerios del área Metropolitana y la incidencia de las Leyes de procedimientos administrativos”, en la cual se infiere y refiere el tema de la Legislación Archivística como un tópico de estudio. Como comentario fundamental se hace referencia a las diversas tesis de grado presentadas como fuentes de información de esta investigación, en el fichero de la Biblioteca “Miguel Acosta Saignes”, cuyas temáticas incluyen Manuales de Normas y Procedimientos, tablas de retención y Disposición Documental, trabajos de importancia vital en los cuales se recoge el interés que se ha despertado en los estudiantes de la Escuela de Bibliotecología y Archivología en torno a la Legislación para la desincorporación documental. Para reforzar específicamente el tema de esta  investigación, se trae a colación una muestra que servirá como antecedente y apoyo teórico, metodológico. En este sentido se cita la Tesis de Grado de la Licenciada Rosa Argelia Hidalgo quien presenta un modelo de Tabla de Temporalidad Documental para la División del Archivo General de la UCV; la propuesta de desincorporación documental de la licenciada Dámaris Mujica para el área de proyectos de la empresa Tecnoconsult; el modelo de Tabla de Temporalidad para el Archivo de la Oriental de Seguros, presentado por el licenciado Jesús Primera Sanoja; la experiencia de la profesora de la Escuela de Bibliotecología y Archivología, María Luisa Herrera de Weishaar como integrante de la Junta Evaluadora para el estudio de los Expedientes Desincorporados del Circuito Judicial, perteneciente al Consejo de la Judicatura. Todos estos trabajos son específicos en cuanto al tema de esta investigación, y nos infieren que el problema en esencia obedece a factores comunes.                        

Desde la visión del Control de Cambio, como concepto, se podría considerar que el tema ya ha sido estudiado, en vista que existieron en Venezuela dos controles cambiarios, RECADI y la OTAC, de los cuales quedó un Archivo que está bajo la responsabilidad administrativa de la Dirección de Fiscalización del Ministerio de Finanzas; una parte de este Archivo reposa en el piso 11 del edificio Sudameris en la Avenida Urdaneta; y otra en el edificio del Centro Simón Bolívar; no obstante, luego de la realización de una entrevista con el encargado de dicho archivo, Sr. Jesús Briceño, y haber efectuado una visita a las instalaciones, se pudo constatar que no existe procedimiento alguno a los efectos de desincorporar documentos. Tomando en cuenta lo antes expuesto se puede señalar que la presente investigación es inédita, ya que la Tabla de Temporalidad que se presenta como proposición, es la primera aplicable a instituciones donde los expedientes contienen información referente a solicitudes de divisas.
2.2 -  La  Administración Pública como instrumento de acción estatal
El Estado en su dinámica de establecer un control en la sociedad tanto a individuos, instituciones y a las actividades que se derivan de su funcionamiento, depende de la estructuración de un instrumento que permita visualizar como se desenvuelven las relaciones entre estos tres para lograr la estabilidad y bienestar del colectivo. La necesidad de vincular un factor de dominio con un resultado entendido por la totalidad de los actores, puede ejemplarizarse en el pensamiento sabio pero de sencilla comprensión cuando Arquímedes sentencia para la eternidad filosófica “…dadme una palanca y os moveré el mundo”. El puente entre la idea y el hecho, es el instrumento que complementa al genio del hombre para capitalizar las acciones más sencillas, o las más complejas.

En la noción de Estado ésta reflexión tiene una vigencia contundente ya que se necesita un mecanismo para moldear los procesos que generan estabilidad y bienestar común “…se hace necesario, dentro del Estado de Derecho estructurar una serie de mecanismos de control de la acción de esa Administración Pública (…); hay un control interno que la propia Administración Pública ejerce sobre si misma”
. A través de ésta conexión se obtienen resultados que permiten visualizar el desarrollo de la sociedad. Dando una vista al panorama histórico nos encontramos que diversas estructuras políticas se han soportado con un procedimiento administrativo específico; es así como se estructuró en torno a la Conquista y Colonización todo un andamiaje militar, político y administrativo que garantizó la estabilidad y hegemonía que la Europa Española ostentó y materializó. Una revisión refleja como con, Virreinatos, Capitanías Generales, Reales Audiencias y Provincias, Cabildos, Corregimientos, entre otros mecanismos, se divide y controla al colectivo y al espacio. El aparato militar fue determinante en tanto funcionó desde el punto de vista administrativo como instrumento del Estado. La Real Cédula del 27 de octubre de 1798 en la cual se establece una comandancia militar en Coro, debido a la insurrección de José Leonardo Chirinos, refleja claramente como se desarrolla y relaciona el mecanismo de control referido; a este respecto se cita “…El Rey Presidente y Oidores de mi Real Audiencia de la Ciudad de Caracas (…) dando cuenta el Gobernador Capitán General de esas Provincias, y esa mi Real Audiencia (…) con motivo de la sublevación de los negros zambos y mulatos (…) propusieron (…) se estableciese (…) una Comandancia Militar (…) subdelegada de mi Real Hacienda (…) administrándole justicia”
. Otro ejemplo se planea en la Francia de 1700 a 1900 que se vio motorizada por el control que ejercían los dos tipos de Estado, el monárquico y el que resultó de la Revolución Francesa. Los ducados, feudos, comarcas, principados, son igual reflejo de una visión estratégica y controlada a los fines de lograr el dominio de un colectivo y un territorio.

Han existido diversas formas de organización en la sociedad que han servido de mecanismo para el control. Es una constante que a la luz de los análisis resulta en una definición de procesos característicos de una sociedad; ¿Qué lugar ocupa el Estado en este enfoque? y, ¿Cómo determinar si son las relaciones de la sociedad las que forman al Estado?. Aunque no es objetivo de ésta investigación ahondar la teoría del control como procedimiento, si es necesario definir y ubicar a la Administración Pública en el contexto del Estado.

Este cuadro obliga abordar la polémica en cuanto a establecer la interdependencia entre el Estado y su acción política; a éste respecto dice Jean Dabín, citado por Jiménez de Parga “…El Estado comprende todas las formas de agrupación política y, en el seno de esta especie de organización, todas las formas de poder que revela la historia”
. En cita de la misma obra sugiere Jiménez de Parga “…Javier Conde sostiene, como una de sus tesis (…) que no es el Estado, sino la organización política el objeto formal del saber político. Estado y realidad política no coinciden”
.    

La polémica es clara, en un caso el centro de poder es el Estado asumiendo la acción y conjunto de relaciones de la sociedad; en el otro enfoque la visión indica que son las relaciones políticas las que motorizan y dan esencia al Estado. Pero existen múltiples enfoques; en varios momentos de la historia se ha identificado como funciona la máquina pública en el logro de la eficiencia y en los diversos enfoques igualmente está presente el punto de vista político. Pedro Miguel Pareles en su libro “Economía y Petróleo”, nos presenta su posición en cuanto a reconocer en el Estado una importancia vital para el desarrollo de la Sociedad “…Obsoleta está ya la  creencia mantenida por los fanáticos del Laissez Faire de que el Estado es mal administrador”
. Esta consideración transita en el tiempo como un paradigma independiente del régimen político, e independiente del momento. Es imprescindible un mecanismo, llámese organización política o llámese Estado como un conjunto que regula a esa organización, la esencia del control, está representada por el concepto de organización. En este sentido tanto un régimen dictatorial, como un sistema democrático, necesitan de una estructura institucional para funcionar. La obra anteriormente citada desarrolla de manera clara la necesidad que tiene el Estado de una estructura administrativa eficiente y eficaz. A este respecto se cita del mismo autor “…Para alcanzar esta meta es preciso dotar a la Administración Pública de los medios que han de facilitar el logro de su objetivo (…) es preciso que (…) proceda (…) la racionalización del trabajo (…) la agilización de la Administración, suprimiendo los trámites innecesarios”
. 

Consideraciones de 1959 que bien pudieran trasladarse inmediatamente a la década del 70 en la obra de Ramón Melinkoff de donde se cita “…la Administración Pública tiene que actuar como aparato técnico-económico (…) la Administración Pública no es (…) una institución neutra, es un aparato del Estado”
. Esta afirmación es determinante para sustentar la esencia de la administración como brazo ejecutor del Estado, y para reflejar la interdependencia que existe entre ambos. En esta relación se desarrolla un marco político-jurídico en el cual se aplican medidas de integración, regulación e igualmente se crea el fenómeno burocrático descrito como un modelo de organización que se basa en una relación de subordinación con niveles jerárquicos, y constituida por un conjunto de unidades que cumplen funciones especializadas. Se han reunido a lo largo de esta exposición diferentes pensadores, en diferentes épocas y aunque los planteamientos son presentados con la formalidad retórica de cada autor, el punto de llegada es coincidente para establecer una afirmación; el funcionamiento del Estado depende de una organización político-administrativa, que cree canales de acción y que establezca actividades, especialidades conectadas a un objetivo general del colectivo. Estos Canales se traducen en un cuerpo de funcionarios, instituciones, procedimientos, técnicas administrativas y recursos. Nos encontramos con un andamiaje organizativo que regula los actos administrativos; por ejemplo, imponer una multa, dar un permiso para conducir; cuando se celebra un contrato de obra pública para una carretera. A veces se realiza una actividad de policía, o en ocasiones se ordena el cierre de una fábrica. Son casos donde la Administración Pública actúa coactivamente; en otros casos presta un servicio público otorgando créditos. Brewer Carías reforzando la idea de control expone “…La Administración Pública, cuando actúa (…) puede lesionar intereses y derechos. Se hace necesarios (…) estructurar (…) mecanismos de control de la acción de esa Administración Pública”
. De este modo se infieren cuatro controles que el Estado de Derecho debe estructurar; un control político; un control interno sobre si misma; un control externo a través de la Contraloría General de la República; y un control jurisdiccional que realizan ciertos tribunales de la república sobre la actuación de la administración. En el desarrollo de esta investigación se aprecia como la Administración Pública ejerce un control que el Estado necesita para funcionar en una división de cuatro partes; en una primera parte se refiere a la comparación de la actividad pública con la de los particulares, en una segunda parte la Administración Pública como conjunto de órganos; en una tercera parte se refiere a las actividades relacionadas con el Estado; en una cuarta parte como órgano del sistema político-social.

Es importante destacar que, no es objetivo de esta investigación indagar en el concepto y evolución de la Administración Pública, ni el estudio de cada una de sus particularidades; al desarrollar el concepto de la Administración Pública como instrumento de acción estadal, se intenta definir la existencia de un conjunto de órganos e instituciones que permiten aplicar procedimientos y controles dentro del Estado, y que los mismos tienen personalidad administrativa, poseen estructura; están identificados con actividades específicas “…en definitiva, la Administración Pública no es sino un instrumento de una organización política determinada (…) por tanto tiene un carácter instrumental (…) que va a permitir que determinados recursos (…) se conviertan en resultados concretos, condicionados por los fines de la sociedad”
. A este punto se dirige el primer título toda vez que administrar es una actividad humana que implica la aplicación de recursos para obtener resultados. Hoy por hoy no es suficiente el enfoque de la productividad o la eficiencia pura de la administración, es inminente un enfoque político de la Administración Pública. Este marco conceptual incluye a la Comisión de Administración de Divisas como un elemento del conjunto de órganos que el Estado utiliza para ejecutar sus políticas.                   

2.3 - La  Administración Pública en Venezuela
Para el capítulo anterior se estableció una metodología en la cual con referencias, ejemplos, citas, y la confrontación de opiniones, se intentó  determinar la presencia de la Administración Pública como herramienta del Estado para el control institucional. No se relacionó cronológicamente debido a que el objetivo específico es identificar, a través de hechos y situaciones, el proceso administrativo en Venezuela; para este propósito es importante considerar algunos aspectos de carácter historiográfico, cronológico, institucionales, que nos ayudarán a conformar un panorama evolutivo. 

En este sentido se considerarán tres períodos; La Colonia, que incluye el establecimiento de las provincias, pasando por la Capitanía General de Venezuela hasta la Independencia (1505-1811); de la Independencia a la República (1811-1830); y por último el desenvolvimiento constitucional a través de los diferentes presidentes y regímenes políticos, refiriendo instituciones relevantes, aspectos político-administrativos de importancia pública desde 1830 a la actualidad.

2.3.1 - De la Provincia a la Independencia
La primera incógnita que se nos presenta es la consideración de Venezuela como ente político administrativo-territorial con identidad histórica, para definir el fenómeno con variables de tiempo, espacio, actores y documentos, siendo estos últimos el objeto de la Archivología y esencia de esta investigación. Algunos autores consideran reconocer como inicio historiográfico el estudio del establecimiento de la Capitanía General para la fecha de 1777; no obstante desde el descubrimiento y especialmente en la Conquista, surgen las primeras jurisdicciones político-administrativas y territoriales en Venezuela, denominadas Gobernaciones, como la de Coquivacoa y Urabá, la más antigua (1505), Venezuela, Paria, Nueva Andalucía, la Grita y Cáceres. 

Luego surgieron las provincias, regidas por un gobernador; Miguel Ángel Mudarra describe “…En 1525 surgió la provincia de Margarita con sede en la Asunción; en 1528 apareció la provincia de Venezuela, con sede en Cumaná, cuyo nombre tomó posteriormente; en 1568 surgió la provincia de Guayana, con sede en Angostura; en diversas fechas apareció la gobernación o corregimiento de la Grita y Cáceres (…) con sede en (…) Mérida (provincia de Mérida del Espíritu Santo de la Grita), y en Maracaibo después (provincia de Mérida de Maracaibo) (…) y Trinidad”
. Estas instituciones dieron un marco legal y administrativo, y son punto de referencia  a la idea de unidad territorial que evolucionó al concepto de lo que en la actualidad se considera territorio, nacionalidad, país, República para la identidad venezolana.
En este sentido se toma como inicio, los antecedentes del Control Fiscal en Venezuela que es la actividad a través de la cual se puede determinar el establecimiento de una institución administrativa en la figura de Real Hacienda. A este respecto se cita de Pedro Sosa “…Para los momentos iniciales de la colonización fueron cuatro los oficiales reales, denominados contador, tesorero, factor y veedor; sin embargo en lo atinente  a la conquista de la provincia de Venezuela, fueron tres los oficiales reales a quienes la Corona encargó en 1528 acompañar  a los Welter”
. 

Cabe destacar que es más productivo a esta investigación la consideración del Control Fiscal como punto de referencia, que la definición de las fechas, ya que tendríamos que abordar polémicas como la de la fundación de Coro y donde, para algunos historiadores, la provincia de Coro, lo cual no es compartido por autores como Guillermo Morón quién sostiene “…afirma que Ampíes, su presunto fundador (…) estuvo en Coro apenas a finales de 1528”
. No habiendo una distancia considerable entre 1527 y 1528, y no aportando esta polémica sustancia al tema por desarrollar, se considerará el Control Fiscal como la actividad primaria para identificar la acción de un proceso administrativo en Venezuela. Para reforzar esta afirmación y formando parte de las fuentes consultadas, se reitera la obra de Eduardo Arcila Farías de donde se cita “…Se inicia este libro con un asiento del 29 de abril de 1529, de lo recaudado de Juan de Ampíes y de su gente”
.
Se refiere esta cita a la actividad específica del recaudo y registro en el libro contable respectivo, libro que se considera como primero de la Real Hacienda de la antigua Provincia de Venezuela. El control administrativo de parte de España de la Provincia de Venezuela quedó establecido con el arribo a Coro del primer Gobernador, Ambrosio Alfinger en 1529, y las cuentas de la Real Hacienda a partir del 29 de abril del mismo año en tres libros separados correspondientes a los tres oficiales reales; dichas cuentas se trasladarán al libro general, ordenado por la Cédula de Instrucción del 17 de febrero de 1531, la cual fue dirigida a los oficiales reales para que llevasen el orden y forma en el uso de sus oficios; además de estos procedimientos existió el Libro de Acuerdos para lo relacionado con la Hacienda Real. 

Se puede observar que el formalismo en el registro de la actividad administrativa, de ayuda esencial para el estudio y conocimiento del nacimiento de la Archivología en Venezuela, existió como un mecanismo rutinario e imprescindible de control que permite hoy en día “…reconstruir, si no todo, por lo menos gran parte del proceso hacendístico venezolano, pues la casi totalidad de los libros del siglo dieciséis se perdió, (…) por el desprecio de la república por los papeles de la monarquía, (…) simplemente porque se considera que la contabilidad y los asuntos relativos a ella no eran materia para la Historia”
. He aquí un ejemplo de desincorporación documental, bajo un criterio no profesional. Sería interesante un estudio que aborde la discrecionalidad o no del tratamiento para los documentos de la Hacienda Real.   

El control queda oficialmente establecido el 17 de febrero de 1531, en Ocaña, cuando la reina Doña Juana dicta la Cédula de Instrucción General, con lo cual se conforma la primera organización formal de la Hacienda Colonial. En ella se establecen, como referíamos anteriormente, las normas del recaudo, registro y resguardo del erario real, y las pautas a seguir en el ejercicio contable y administrativo. Es muy importante resaltar que a través de los asientos contables, se refleja el control que el Estado Español ejerció sobre la provincia de Venezuela, y el carácter sistemático de la colonización española. La administración de la Corona prefirió pecar de legalista, lo que sirvió de freno a las arbitrariedades que cualquier individuo quisiera imponer al Estado, para pasar por el cuerpo de leyes dictadas por los organismos administrativos que promulgaban reglamentos, acuerdos, autos y otras decisiones de gobierno. Se ha asumido como concepto general de esta investigación que el control político está subordinado al control administrativo, situación que la Corona representó en diversos instrumentos de alta efectividad. Es así como en la figura de la Casa de Contratación de Sevilla; el Consejo Real y Supremo de Indias; Secretaría del Despacho Universal; Los Adelantados en América; Virreyes; Corregidores y Alcaldes; Gobernadores; Cabildos; Audiencias, se nos presenta un esquema de poder político con carácter centralista a través del Rey. Igualmente se instituyeron controles como la encomienda por medio de la cual se declaraba a un protector con función civilizadora; las misiones se establecieron “…En general el gobierno del misionero era de un autoritarismo teocrático (…) La autoridad civil y religiosa que ejercía (…) el misionero era supervisada por sus superiores religiosos y por el Gobernador (…) en sus períodos de visita”
. Hemos referido un panorama de dominio institucional y un ejemplo lo constituye el monopolio que ejerció la Compañía Guipuzcoana entre 1730 y 1784, sirviendo de intermediario entre la economía venezolana y la metropolitana, atendiendo a la necesidad de un nuevo aparato político administrativo para el control de las Colonias. Al analizar las causas de la Guerra de Independencia es importante mencionar como el contrabando, piratería e importación clandestina de negros, por intermedio de la esclavitud y compraventa, en la que participaban mercaderes y gobernantes con el respaldo ideológico de la Iglesia Católica, “…como lo evidencia la Bula emitida en 1445 por el Papa Nicolás V a favor de Portugal y en la que autorizaba a reducir a esclavitud perpetua a los sarracenos y paganos”
, actividad que continuó de manera desproporcionada en la figura de licencias individuales; es así como “…La Compañía Guipuzcoana importó, en 1738, 5468 esclavos”
. Se evidencia que esta situación no cesó, “…en sus barcos llegaron 1243 (…) entre 1752-1756, (…) pero la agricultura exigía más fuerza de trabajo, (…) en respuesta La Corona expidió una real orden que permitía extraer de las Antillas los negros necesarios, por intermedio de la Guipuzcoana”
. La Compañía Guipuzcoana fue el instrumento más sofisticado de españolización. Durante medio siglo monopolizó el comercio venezolano, especialmente el cacaotero, convirtiendo a la economía en una máquina exportadora, pero también en una economía tributaria de la metropolitana.               

La España del siglo XVIII debió realizar reformas políticas y administrativas debido a la crisis por la pugna de Sucesión. Se dio inicio a la reestructuración de la administración heredada de los Hasburgo, en base a los proyectos de Felipe V y Fernando VI durante el reinado de Carlos III, quién propició cambios en las provincias americanas. Dichos cambios iban desde la creación de nuevas entidades, restricción de la participación de los criollos en cargos de gobierno, hasta dar funciones institucionales a peninsulares de confianza. 

Con estas reformas se buscaba la centralización de las posesiones americanas. De aquí resulta la Intendencia de Ejército y Real Hacienda, de gran éxito en Francia  en el siglo XVII, como fusión del Intendente de Ejército y los comisarios de provincia. Su intención y objetivo se ilustra en la obra del profesor Pedro Sosa, de la cual se cita “…Su fundación en España, por la necesidad de remover viejos cuadros de la administración e imprimirle dinamismo a los funcionarios, buscaba estrechar la relación de los hombres de gobierno y los intereses de la Corona”
.  

La distancia entre España y América, y el crecimiento alcanzado por algunas provincias impuso la institución de un organismo para el control económico. El 8 de diciembre de 1776 por Real Cédula, se instala la primera intendencia continental de América, en la provincia de Venezuela, iniciándose el primer paso a la unidad territorial, primero civil y posteriormente militar cuando en 1777 se creó la Capitanía General de Venezuela; en la siguiente cita de la Real Cédula de Intendencia de Ejército y Real Hacienda, se aprecia, “…el gobernador y los demás gobernadores de Cumaná, Guayana, Trinidad, Margarita, y Maracaibo, (…) por la presente providencia la separo del todo de esta parte del Virreinato de Santa Fe al que estaba incorporada y ha de quedar como es mi voluntad quede sujeta al referido intendente”
.
Este panorama en el cual el Control Fiscal surge como el relacionador de la actividad económica en la Provincia de Venezuela; los gobernadores, intendentes, contadores Mayor, Factor, Veedor, la Real Hacienda, las cuales funcionan como instituciones de control, nos llevan al surgimiento de la Capitanía General de Venezuela, en medio de la preocupación de la Corona por la unificación territorial y el logro de la centralización de las colonias americanas.
De esta institución surgió lo que pudiera considerarse la primera división de poderes y jurisdicción en Venezuela. Hasta 1777 el territorio de la gobernación y la capitanía era el mismo; de esta forma se extendió la jurisdicción militar que tenía el gobernador de Caracas; “…pero como tal gobernador en materia civil, quedaba limitada su autoridad a la Provincia de Caracas. Los gobernadores de las otras seis provincias continuaban siendo autónomos, no así en lo militar que a partir de ese momento quedaron sujetos al capitán general que tenía su asiento en Caracas”
. A partir de la guerra (1810-1811) la función militar se constituyó en la más importante, sometidas a ella no sólo lo civil, sino también la eclesiástica, la económica y la judicial. Desde ese momento el Capitán General eclipsó a los gobernadores, obispos, intendentes y presidentes de las Audiencias; generalmente los Gobernadores y Capitanes Generales presidían la Audiencia. Los gobernadores se dirigían al Capitán General para tratar asuntos de ese ramo, y hablaban de la Capitanía General de Venezuela, porque era ésta la jurisdicción militar de aquel funcionario como jefe de los ejércitos. Al gobernador de Caracas nada tenían que consultarle los otros gobernadores, pues cada una de ellos gozaba de autonomía dentro del distrito de su jurisdicción civil. 

Es muy importante dejar claro para el desarrollo de esta investigación que la presentación general del panorama administrativo en su evolución, está por encima del enfoque conceptual y técnico; no se intenta teorizar acerca de la administración en Venezuela en este período. La razón y objetivo principal están dirigidas al monitoreo de la actividad administrativa como parte de la evolución del Estado venezolano reseñando instituciones, hechos, factores, intereses y relaciones que determinen su presencia. Con la creación de la Capitanía General de Venezuela se logró disminuir la dispersión administrativa y política de las provincias que funcionaban en un territorio determinado, con gobierno, administración de justicia y poder eclesiástico ejercido por entidades diferentes y sujetos a autoridades ubicadas fuera de dicho territorio. 

La Capitanía General de Venezuela fue creada mediante Real Cédula emanada del Rey Carlos III, el día 8 de septiembre de 1777, en la ciudad de Ildefonso. La decisión dice, “…He tenido resolver la absoluta separación de las (…) provincias de Cumaná, Guayana, y Maracaibo e islas de Trinidad y Margarita, del Virreinato y Capitanía General del Nuevo Reino de Guayana, y agregarlas en lo gubernativo y militar a la Capitanía General de Venezuela”
. Instituciones como la Gobernación, la Provincia, Intendencia, Contador, Veedor, Factor, Cabildo, marcaron el desarrollo de la administración por mandato real y cuyo objetivo siempre estuvo dirigido al control de las Colonias en América. La aparición de la Capitanía General establece un puente entre el inicio que hemos descrito, a través del control fiscal como actividad de referencia administrativa, y la época de 1810 que marca un nuevo proceso político y social que conformó las bases republicanas. Como beneficios de la Capitanía se pueden mencionar; creación de la Real Audiencia; Real Consulado, pero quizás lo más significativo fue el surgimiento de la conciencia nacional y la evolución ideológica por la lectura de los libros revolucionarios llegados de contrabando y que derivó en la maduración de la idea de emancipación, cuyos precursores (José Leonardo Chirinos, Miranda, Gual y España) realizaron sus conspiraciones en este período.

2.3.2 - De la emancipación a la República           

De la instauración de las primeras instituciones territoriales (Gobernaciones y Provincias) desde 1505, a la creación de las Capitanía General de Venezuela en 1777, predominó la idea del control por parte de la Corona hacia las colonias; en este intento de dominio se fomentó un caldo de cultivo entre los diversos factores; se acentuaron las diferencias sociales, políticas, y en lo económico se inició una pugna por la participación y control de la distribución fiscal, con carácter prioritario, debido a la necesidad de sostener la actividad militar que se avecinaba. El período colonial se presenta con una aparente paz en lo económico, fiscal y social, no obstante como se define anteriormente, el monopolio del tráfico colonial reservaba al comercio español las ganancias, siendo el hecho que resumió la opresión española sobre las colonias; lo que más golpeó a los criollos dominantes “…En Venezuela (…) la Compañía Guipuzcoana monopolizó el tráfico ultramar y trató de apoderarse del tráfico con Nueva España, comercio tradicionalmente realizado por los criollos”
. 

La llegada del período de Independencia nos presenta la opinión de algunos autores, en cuanto a la existencia de dos bandos en pugna; al respecto nos refiere Pedro Sosa, “…Este cuadro de impuestos conformó la base económica sobre la que se asentó (…) el esfuerzo que debieron sostener los bandos en pugna para el logro de sus propios objetivos políticos y militares”
.
Entre 1765 y 1800 la Colonia venezolana recibió un equipo completo para el control político y administrativo; la Intendencia de Caracas encargada del gobierno económico; la Capitanía General de Venezuela, que significó la integración política territorial y la centralización del gobierno; la Real Audiencia como máximo tribunal colonial; el Real Consulado de Caracas, encargado de ventilar las causas mercantiles y protección al comercio. El control colonial en lo económico y gubernamental supuso el envío de un cuerpo de funcionarios, civiles y militares, que chocó con los intereses de los criollos; ello conformó una burocracia gubernamental y comercial que dio la sensación de una segunda conquista y que restringió la libertad de acción de los criollos. La guerra de intereses y actores fue la caracterización del desarrollo de la sociedad venezolana; la presión de la Corona por controlar a las instauradas oligarquías criollas provocó el abandono de las modalidades administrativas españolas, adoptándose los modelos de la post revolución francesa, federalismo de la revolución norteamericana y el intervensionismo del Estado de la Revolución Industrial. A pesar de esta apreciación, la guerra ocupó un espacio muy importante antes del establecimiento de las nuevas instituciones  en territorio venezolano; como es sabido, la Independencia se limitó al factor político, no así en lo económico. El desarrollo de la acción independentista trastocó toda unidad institucional, trasladándose la eficiencia de los controles, a la distribución y apertrechamiento de las tropas y funcionarios militares. La merma del territorio y la población, abrazados por la guerra, repercutieron en la actividad económica (agricultura) dejando la tierra en un estado deplorable, pero el trabajo y la imposibilidad de utilizar mano de obra alguna, “…El premier elemento condicionante de la Administración Pública, latinoamericana, es uno de carácter histórico-político derivado de la independencia política de nuestros países”
. En esta cita Brewer Carías nos acerca más a la idea de un cambio que sin duda se reflejó en el campo administrativo, y que además produjo un proceso de integración social. El mismo autor afirma de manera muy clara “…Durante muchos años (…) en algunos países, oligarquías sociales y económicas han ejercido (…) su poder (…) con la propiedad de la tierra (…) Estas oligarquía tienden a desaparecer, por (…) los cambios políticos”
, más contundente aun, “…en nuestros países latinoamericanos desde (…) la Independencia, las oligarquías criollas asumieron el poder, a partir de 1811, y consolidaron gobiernos conservadores”
. 

Venezuela es uno de los ejemplos más representativos de lo expuesto por Brewer Carías en las dos citas anteriores. La participación de los criollos en la escena nacional, con el protagonismo político, la consolidación de la Gran Colombia – hasta 1830 -, como ente de integración  para la lucha contra la Corona  y la influencia de la Revolución Francesa con sus ideas de igualdad, libertad, y más concretamente el modelo de constitución, marca el inicio, en medio del conflicto bélico, del período constitucional venezolano que fue transformando la débil administración abstencionista, y dando paso a nuevos grupos con un basamento en la coherencia étnica, racial, lo cual se refleja en la participación limitada, pero importante, de la Administración Pública en los diversos sectores del país.

2.3.3 - Período constitucionalista   
Se han diferenciado de acuerdo a la metodología utilizada, tres períodos; uno de la Colonia a la Independencia, caracterizado por el control fiscal a través de las instituciones coloniales, pasando por la concreción del Acta de Independencia, el conflicto bélico hasta el fin de la Gran Colombia; un segundo período caracterizado por el conflicto bélico, con dos bandos enfrentados por el poder territorial y la ascensión al poder político. Seguidamente se presenta lo referente a un tercer período, que abarca de 1830 a nuestros días, en el cual se reflejarán sus características principales, pero afianzando el establecimiento de las instituciones que motorizaron y motorizan a lo que se denomina Administración Pública.  

Los países latinoamericanos al lograr su independencia eran países disgregados. El federalismo caracterizó la formación de los nuevos estados, y estuvo en perenne choque con la descentralización. Dicho centralismo produjo cuatro elementos en la Administración Pública: una centralización administrativa donde las decisiones no se resuelven en la región respectiva, sino a nivel nacional generando confrontación entre los niveles locales o regionales, y el nivel nacional; una concentración de la Administración Pública, manifestada en el presidencialismo. La presente cita es elocuente “…El presidente (…) no sólo es el jefe del Estado y del gobierno, (…)  además (…) el gobernador de Estado o provincia, (…) prefecto de los distritos”
.  

Se presenta una administración municipal débil y sin autonomía política; y por último la no participación de la comunidad en la Administración Pública, aspecto que se considera en franco desarrollo debido al ordenamiento constitucional de 1999 en el cual se establece la participación ciudadana como un factor primordial. 

Tomando estas cuatro causas como características presentes en la administración venezolana y manteniendo como objetivo reflejar el panorama evolutivo, no se afronta el detalle de analizar lo técnico de la materia. En este sentido Alejandro Caribas presenta una clasificación, compartida por Brewer Carías, en la cual se manifiesta la evolución del Estado y donde se puede apreciar una idea del comportamiento de la administración; dicha clasificación establece: 

· Estado Liberal Burgués – Abstencionista (1830-1848)

· Estado Liberal Burgués -  Regulador (1848-1863)

· Estado Liberal Burgués -  Fomento (1863-1935)

· Estado prestador de servicios – (1935-1958)

· Estado planificador (1958 – actual)

- Estado Liberal Burgués - Abstencionista (1830-1848). En la primera clasificación coinciden tres constituciones, 1811-1819-1830, lo que pone de manifiesto la evolución constitucionalista  que se pretende caracterizar. De la constitución de 1811 se puede recoger “…la tendencia centrofederalista o federación mixta (…) por el hecho de atribuirle a la organización de los gobiernos inferior al (…) nacional la característica de federal”
. La Constitución de 1819 se separa del principio federalista y establece que “…los gobernadores provinciales serán elegidos por el Presidente de la República”
. La Constitución de 1830 se considera un texto amplio, y la misma divide al territorio en provincias, estas en cantones y estas en parroquias. Dicha provincia estaba a cargo de un gobernador designado por el Presidente de la República.

 - Estado Liberal Burgués - Regulador (1848-1863). El segundo período recoge las constituciones del 1857 y 1858; la de 1848 retrocede hacia el centralismo como acota Picón Rivas “…representa (…) el desgarramiento del orden (…) por la Constitución de 1830, y el nacimiento del personalismo”
. Para este período se designaron gobernadores de provincia; predominó el centralismo, pues no se transfirieron las atribuciones políticas a los Consejos Municipales, además consagró para los derechos políticos en las Asambleas Parroquiales, no exigir a un dueño de propiedad tener sueldo. La Constitución de 1858 resultó de la Convención de Valencia del mismo año, de la que dice Mijares “…fue la última asamblea asistieron políticos y brillantes creadores se reunieron para tratar sobre los asuntos públicos con elevada mentalidad”
. El federalismo en esta constitución no fue declarado expresamente, pero era evidente su inclinación hacia un sistema mixto federal; aprueba por primera vez el voto universal y directo por una autoridad pública; amplía el poder municipal y equipara la autonomía política de la provincia con el llamado poder municipal. En este período el Estado asumió importantes acciones “…reforma a la Ley de Libertad de Contratos 1834,…que limita el nivel máximo de la tasa de intereses”
, igualmente, “…La Ley de Abolición de la Esclavitud, respondiendo de esta manera a los requerimientos de los sectores dominantes, no interesados en…este tipo de relación, (…) por ser antieconómica”
.
- Estado Liberal Burgués -  Fomento (1863-1935). El tercer grupo nos presenta un Estado de fomento. Culmina la Guerra Federal y se promulga una nueva constitución, 1864, en medio del triunfo federalista, período en el cual se dio la organización del régimen político de los Estados y sus propios órganos legislativos, encargados de la organización del gobierno y administración de las municipalidades. Es significativo el hecho de la creación del Ministerio de Fomento al cual se encargan las funciones de instrucción pública, agro y obras públicas “…escenificándose lo que podríamos calificar de primigenia reforma administrativa”
. En este mismo período se crea el Ministerio de Obras Públicas para responder a los problemas de incomunicación y no integración territorial nacional. Igualmente se suscita el bloqueo a los puertos venezolanos  en 1902 por las potencias de Alemania, Inglaterra, Italia, que tuvieron en Cipriano Castro un rechazo nacionalista a los monopolios petroleros; estas potencias propiciaron la Revolución Libertadora, estableciendo contacto con el General Miguel A. Matos; en la cita siguiente se ilustra este acontecimiento, “… establecer contacto con el General (…) Matos a quién luego de ofrecerle agasajo en la residencia del (…) director de la New Cork and Bermúdez Company, (…) le instan a viajar a este país (…) y de inmediato conviene en suplirle todo el dinero que necesitara para organizar una revolución contra (…) Castro”
. A pesar del fracaso de este intento, los monopolios extranjeros encontraron un colaborador en Juan Vicente Gómez quién les garantizó las concesiones, además de la integración del territorio. Para 1930 se crea el Ministerio de Salubridad y Agricultura y  Cría, quedando claro, para este período, la importancia que adquirió la estructura ministerial. Se gestaron además las constituciones de 1874 y 1893, siendo la primera, creación de la autocracia de Guzmán Blanco donde se consuma el centralismo; la carta de 1893 establece que en los Estados se deben reunir la autonomía de los Municipios y su independencia del poder político del Estado.             

- Estado prestador de servicios 1935-1958). En este cuarto período se gestan las constituciones de 1936, 1947 y 1953, presentando el Estado un carácter de prestador de servicios públicos y sociales. Luego de 1936 se originan los primeros partidos políticos, se concede el voto por primera vez a las mujeres mayores de 21 años en los Concejos Municipales; con el texto de 1947 se consagran legalmente las formas democráticas; el voto popular, directo y secreto para la elección presidencial; se dedicó un título al Poder Municipal en la carta de 1953 que significó el retroceso al tradicionalismo despótico. Asumió la presidencia Eleazar López Contreras luego de la muerte de Gómez, y se inicia un período de apertura. Se cristaliza la fuerza laboral en sindicatos; surge el Ministerio del Trabajo y Comunicaciones y en 1938 se promulga la Ley del Trabajo primera en la historia venezolana en esta materia. Se incluía en esta ley las ocho horas diarias de trabajo, salario igual para trabajo igual, utilidades, descanso y reconocimiento de la organización sindical. Se evidencia la creación de entes descentralizados debido a la demanda de servicios de la población; en este sentido, el Estado aprovecha los crecientes ingresos fiscales de la renta petrolera para dar respuesta a los requerimientos de la sociedad. Se crea la Junta para el Fomento de la industria nacional en 1949, que luego da paso a la Corporación Venezolana de Fomento. Las entidades destinadas a los servicios públicos, fueron creadas por los gobiernos, incrementándose en la dictadura de Pérez Jiménez quién crea aproximadamente diecisiete organismos independientes de la Administración Central.
- Estado planificador (1958- actual). Se desarrolla de manera práctica la actividad administrativa en Venezuela, llevando al país a un Estado planificador, como lo reseña Brewer Carías en la cita siguiente “…creándose un poderoso sector público empresarial que llevaría al Estado a asumir (…) empresas siderúrgicas, de hidrocarburos, petroquímicas, mineras, hidroeléctricas y de distribución de electricidad”
, denominado planificador en razón de la fundación, en 1938, de la Oficina Central de Coordinación y Planificación (CORDPLAN); se produce un incremento de institutos autónomos, promulgándose la constitución, en 1961, que rigió hasta 1999; la caída de la dictadura de Marcos Pérez Jiménez en 1958, el inicio de un ciclo hacia la práctica democrática en lo formal son quizás los acontecimientos más relevantes; se experimenta una limitación al Ejecutivo para incrementar la administración descentralizada; se utiliza la figura del patrimonio público, fundación, asociación civil y sociedades mercantiles; se promulga la Ley Orgánica de la Administración Central, para diciembre de 1976, la cual contempla los Ministerios de Información y Turismo y de la Juventud; se eleva la Secretaría de la Presidencia al rango ministerial; se crea el Ministerio del Ambiente y de los Recursos Renovables, el Ministerio del Desarrollo Urbano y el Ministerio de Comunicaciones.

El sistema venezolano entrado el siglo XX, puede considerarse como de economía mixta, donde el Estado regula la economía de los particulares y además orienta al sector privado participando como productor de bienes y servicios; el Estado empresario, extrae e industrializa petróleo, explota empresas de transporte, y hasta es hotelero. Venezuela puede ubicarse dentro de estos sistemas mixtos y que actúa como Estado por derecho propio en las áreas económicas en que estima conveniente por razones de interés social.
Para reforzar lo expuesto, se escogen extractos de la carta que dirigió el contralor, para 1975, José Muci Abraham al presidente Carlos Andrés Pérez, en la cual se plantea la creación de un Ministerio para la reforma administrativa “…Los Moldes administrativos (…) de los años cuarenta (…) han sido desbordados por la fuerza (…) de un Estado que, (…) ha pasado a ser intervencionista y empresario”
. Entre otras ideas el contralor Muci Abraham reflexiona sobre la evolución de la administración Pública y su tremenda inflación para lo cual afirma “…a partir de 1950 (…) la evolución de las instituciones administrativas se detiene (…) y en 1975 (…) la estructura y organización ministerial venezolana sigue siendo, básicamente, la misma que tenía en la década de los años cuarenta”
. No difieren estas afirmaciones de las reflexiones de Brewer Carías cuando advierte “…o se formaba la estructura administrativa para integrar los sectores de actividad política (…) o, al contrario, (…) continuaba el caos no evidenciado (…) debido a la bonanza petrolera”
.    

Esta exposición nos lleva a la referencia de una última fase, pasando por la Constitución  de 1999, período caracterizado por la convulsión política, social, económica y que ha sido marcado por un factor de rango constitucional en lo referente a la participación ciudadana como elemento prioritario para el desarrollo. Ya Brewer Carías resalta en una de sus obras citadas en esta investigación, y al respecto, en su punto El Centralismo Político y la Administración Pública Latinoamericana, advierte “…La ausencia de participación efectiva de los administrados en la formulación y ejecución de las tareas administrativas”
. Esta afirmación es presentada como una consecuencia de la Administración Pública. No se han calificado los períodos establecidos para el punto en desarrollo; igual será el tratamiento para este último período, más aun tomando en cuenta que los planteamientos de orden constitucional, que rigen lo económico, social, administrativo y de participación ciudadana, están en proceso de desarrollo. No obstante si se puede apreciar que la estructura básica de la organización administrativa, en cuanto a la evolución ministerial como instituciones establecidas para dar operatividad al aparato administrativo del sector público, no han cambiado en esencia. Se han cambiado nombres y funciones, pero se puede identificar un importante andamiaje burocrático que permanece en la actualidad. Las diferencias que se establecen están dirigidas a la participación del ciudadano común, y su organización para dar cumplimiento al preámbulo de la carta de 1999, de la cual se cita “…con el fin supremo de refundar la república para establecer una sociedad democrática, participativa y protagónica, multiétnica y pluricultural en un Estado de justicia federal y descentralizado”
. En dicha constitución el capítulo IV, del Poder Ciudadano, desarrolla ampliamente las limitaciones del mismo y determina los órganos que lo constituyen estableciendo que “…El Poder Ciudadano se ejerce por el Consejo Moral Republicano integrado por el Defensor del Pueblo o Defensora del Pueblo, el Fiscal General y el Contralor General de la República”
. 

Es muy importante tomar en cuenta que presenta como referencia la Constitución de 1999, debido al carácter pluralista de su confección; en ella participaron amplios sectores del país, afectos y opuestos al gobierno establecido, pero se observa como en su preámbulo, de cita anterior, se habla de Estado de justicia, federal y descentralizado, lo que nos da una idea de la dinámica de su administración. Es continuidad administrativa el funcionamiento de los ministerios y su evidente incremento, dando un carácter amplio a la Administración Pública y su participación en el desarrollo nacional a través de los diversos entes que tienen el mandato constitucional de dirigir las actividades administrativas.                   

2.4 -  El  procedimiento administrativo (teoría y aplicación)
Se han expuesto dos ideas que involucran a la Administración Pública. En una idea se desarrolló su significado como instrumento de acción política del Estado, y en otra idea su evolución dentro del ámbito venezolano a través de hechos, instituciones, leyes, y documentos en los cuales se reseña la actividad. El presente punto abordará lo relativo al procedimiento administrativo como conjunto de normas, reglas que conforman los requisitos mínimos para calificar y legitimar la tramitación. La investigación está claramente delimitada en cuanto a su ámbito de acción y aplicación; en este sentido CADIVI cumple una función dentro de la Administración Pública y es producto de la evolución administrativa del Estado; igualmente en ella se cumplen una serie de normas que se enmarcan dentro de la concepción del procedimiento administrativo como tal; aunque las especificaciones y marco referencial de CADIVI se analizarán más adelante, en el desarrollo de las ideas que se presentan a continuación, se estarán mencionando y relacionando ciertos aspectos propios de la Comisión de Administración de Divisas para ir identificando lo referente al procedimiento administrativo con la operatividad de dicha comisión. El concepto de procedimiento administrativo, según dice Antonio de Pedro Fernández, es acuñado al jurista francés José María Gerando en 1822, quién afirma “…las reglas de tramitación de los asuntos propios de la Administración, como tarea preparatoria que ha de conducir a la decisión administrativa”
.
Se refiere este concepto a las reglas que se deben cumplir para la tramitación, y al cual se puede agregar que es un desafío de la Administración lograr agilidad, eficacia, dinamismo, y la reducción de plazos a dichos trámites en el sector público; este sector además debe establecer sus etapas, el derecho de las personas, las obligaciones de las autoridades y funcionarios para cumplir los plazos legales. Melinkooff, autor citado, dice que “…los procesos son un medio, un instrumento por excelencia, para alcanzar los fines, objetivos y metas de toda organización“
. En esta obra se establece la evolución que se cumple en cuanto a que el proceso “…se descompone en (…) procedimientos, y éstos a su vez en métodos, así existe una secuencia lógica y orgánica entre ellos”
. 

En la Administración, el ciudadano es poseedor de derechos e intereses, de situaciones jurídicas activas, y de potestades frente a ella misma, incluso la Administración puede perjudicar los derechos e intereses de los particulares, por lo tanto debe someterse al Derecho para que funcione bajo un principio de legalidad. En una cita de Adolfo Merkl, tomada de Antonio de Pedro Fernández, se desarrolla una exposición de la Escuela de Viena “…todas las funciones estatales y (…) los actos administrativos, son metas que no se pueden alcanzar sino por determinados caminos. Así (…) los actos judiciales y administrativos son meta a que nos conducen el procedimiento judicial y el administrativo”
.
Vemos como el procedimiento lleva a los actos y procesos judiciales, debido a que existe una diferencia que se debe tener presente; no se debe identificar al procedimiento con el Derecho Procesal y el Procedimiento Administrativo. Para Merkl “…el procedimiento administrativo es una función del derecho procesal, (…) El derecho procesal administrativo no es más que un caso particular del derecho procesal; como también suele designarse, del derecho formal en general, y el procedimiento administrativo un caso particular del procedimiento jurídico en general”
. Por proceso se entiende el conjunto de actos necesarios debidamente coordinados para producir un acto definitivo, un acto jurisdiccional; por procedimiento se entiende la relación de una serie de actos coordinados prescindiendo de la finalidad. En la cita de Rondón de Sansó para aclarar el planteamiento“…el proceso alude (…) a la sucesión de actos que se realizan por ante el órgano jurisdiccional”
, y por procedimiento a los “…actos necesarios y correlacionados entre si, a través de los cuales se obtiene un pronunciamiento de un organismo público de otra naturaleza”
. El procedimiento administrativo persigue la eficaz satisfacción del interés general, mediante la actuación de órganos de la Administración. Como complemento al concepto se evidencia una relación directa entre el procedimiento administrativo y la legalidad, lo que lo hace parte del Derecho Administrativo. He allí uno de los aspectos más resaltantes; ahora resulta importante conocer los principios bajo los cuales se conforman los actos dentro de la Administración.

Vista la diferencia con lo jurídico al analizar el origen del procedimiento administrativo, nos encontramos que en un caso provienen de normas constitucionales y en otro caso de la jurisprudencia de ciertos órganos del Estado. De este origen se establecen los principios que a su vez condicionan
la actuación de los procedimientos; diversos autores plantean clasificaciones al respecto. García de Entería establece la siguiente “…:
· carácter contradictorio.

· Principio de la economía procesal.

· Principio de la oficialidad.

· Exigencia de legitimidad.

· De la imparcialidad.

· De la oportunidad,”

al respecto Gordillo presenta su clasificación  “…:

· Principio de la legalidad objetiva.

· Principio de la oficialidad.

· Principio informativo en favor de los administrados.

· Garantía de la defensa.

· De la contradicción.

· Carácter escrito; oralidad, la mediación, rapidez,”

por su parte, Rondón de Sansó, los enumera en tres categorías “…:

· Legalidad.

· Garantías jurídicas de los administrados.

· Garantía en la eficacia de las actuaciones administrativas,”

Un cuarto autor, Moles Caubet, clasificó los principios administrativos  en dos grupos  “:
· Uno que corresponde a los particulares interesados en el procedimiento, derecho a la defensa, información, a la actuación e interposición de recursos.

· Otro grupo de los deberes procedimentales de la Administración relativa a la obligación de procederes, proseguir el procedimiento hasta su terminación, imparcialidad y la obligación de motivar”

Se pueden apreciar coincidencias en las clasificaciones de los cuatro autores citados, lo que hace pensar que la teoría de los principios tiene un carácter universal y una uniformidad en los criterios que aplican la materia. De la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos de Venezuela se toma del artículo 3, un extracto que recoge la esencia de los principios “…los funcionarios y demás personas que prestan  servicios en la Administración Pública, están en la obligación de tramitar los asuntos cuyo conocimiento le corresponde y son responsables por las faltas en que incurran. Los interesados podrán reclamar ante el superior jerárquico inmediato, del retardo, omisión, distorsión o incumplimiento de cualquier procedimiento, trámite o plazo (…) Este reclamo deberá interponerse en forma escrita”
. Son muy claros los principios que rigen a los procedimientos administrativos vistos los planteamientos anteriores. En este sentido, no se detendrá en la profundidad de la teoría, ya que el objetivo de la investigación se limitará a resaltar los aspectos determinantes en la aplicación.      
En virtud de esto, es imprescindible analizar el principio del respeto a la jerarquía de los actos administrativos; de este principio se desprende en la Ley Española de régimen jurídico de las restricciones del Estado “…Ninguna disposición administrativa podrá vulnerar los preceptos de otras de grado superior”
. Por interpretación del principio del respeto del principio de la jerarquía de los actos administrativos, la Administración puede, en principio, revisar, derogar, modificar, o renovar sus propios actos, siempre que ello se haga por el mismo órgano que lo emanó o por el superior jerárquico. La determinación de esta jerarquía, en el caso venezolano, queda establecida en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos en su artículo 14, del cual reza “…Los actos administrativos tienen la siguiente jerarquía; decretos, resoluciones, órdenes, providencias y otras decisiones dictadas por órganos y autoridades administrativas”
.
Con esta cita se inicia el enfoque como último punto, de las fuentes que determinan la aplicación de la teoría y los procedimientos. Cuando se plantea que los procedimientos provienen en unos casos de normas constitucionales, y en otros casos de la jurisdicción de los órganos del Estado, se está refiriendo a la aparición de la normativa legal en relación  a los procedimientos, la cual tiene lugar en Austria bajo la Escuela Vienesa, con Kelsen y Merkl, cuando para 1925 se dictan leyes sobre la materia; a partir entonces en Europa, se genera una corriente normativa del procedimiento administrativo “…Checoslovaquia (1925-1955), Polonia (1928-1968), Yugoslavia (1930-1956), y Hungría 81957) (…) Después (…) Italia, Francia, Inglaterra, Argentina, Israel, Japón, España, (1958-1993”
. Venezuela, con la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos en 1982, ingresa en el extenso grupo de países, que han ordenado legalmente sus procedimientos administrativos. La tónica de nuestra Administración Pública, como apunta Polanco Alcántara, de “…carácter de normas de procedimiento apenas existía. Apenas existían algunos procedimientos en materia fiscal, de minas, (…) pero en términos generales, nuestra Administración Pública carecía (…) de procedimientos”
. El conjunto de disposiciones legales y reglamentarias que constituía el derecho positivo nacional, pautaba los procedimientos a seguir. No obstante, a medida que el proceso de modernización legislativa se acentuaba, aparecían distintos procedimientos en una serie de leyes, aunque dispersos y descoordinados. El primer país de Latinoamérica que reguló sus procedimientos fue Perú, mediante Decreto número 0006-56 del 11 de noviembre de 1967, donde “…se dictó un Reglamento de Normas Generales de Procedimiento Administrativo”
; tomado de legislación peruana sobre Empleados Públicos. Luego del instrumento peruano, se considera como primera normativa nacional de rango legal, el Decreto–Ley 19549/72 de 3 de abril de 1972, de Argentina, sobre procedimientos Administrativos. En esta orientación sigue Uruguay con el Decreto 640/973 del 8 de Agosto de 1973; luego Costa Rica con la Ley General de  la Administración Pública, del 2 de Mayo, la cual es considerada “…Código de Derecho Administrativo, que, inclusive, consagra la autonomía de nuestra disciplina, al declarar la independencia del ordenamiento jurídico administrativo de otras ramas del derecho”
. Cronológicamente sigue la Ley de Venezuela,  “Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos  del 10 de julio de 1982, influenciada por la española, y que comenzó a elaborarse en 1965. En ella se recogen todos los principios relativos a la actividad administrativa, desarrollada por los órganos de la Administración Pública venezolana contemporánea siendo la primera vez que se regula la actividad sustantiva de la Administración Publica; regula y prevé un conjunto de poderes y obligaciones de la Administración, por una parte, y por la otra una serie de derechos y obligaciones de los particulares. Al establecerse un equilibrio entre la Administración y el administrado, se fortalece la esencia del principio de la legalidad. Es importante resaltar que con la vigencia de la ley proliferan las acciones contra la Administración  y contra los funcionarios, cuando se evidenció incumplimiento de los deberes y obligaciones que la Ley establece.  

El segundo aspecto (ámbito y aplicación) de los procedimientos administrativos se desarrollará de acuerdo a dos elementos definidos por Brewer Carías en la introducción de la obra “Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos y Legislación Complementaria”, en la cual participaron además Rondón de Sansó y Gustavo Landaeta Troconis. En este sentido, es importante definir, primero, a cuáles órganos se aplica (ámbito organizativo), y segundo a cuáles procedimientos (ámbito sustantivo). El ámbito organizativo está definido en el artículo 1, a señalar que la Administración Pública nacional y la Administración Pública descentralizada, integrando en la forma prevista en sus respectivas Leyes Orgánicas. Esta definición abarca la generalidad de la aplicación, por lo que se expondrán las imperfecciones  que puedan resultar de interpretaciones técnicas; en el marco de este enfoque este sentido se asume el mandato de la Ley en cuanto a considerar a ambas Administraciones integradas en la forma prevista en sus respectivas Leyes Orgánicas. De aquí se desprende que en la Administración Central se considera a los organismos de la Presidencia de la República y su respectiva comisión, Ministerios y Ministros de Estado; oficinas centrales, organismos de conducción presidencial. Para el estudio de la Administración Descentralizada se ha utilizado de Brewer Carías “…nuestro criterio es que la Ley sólo aplica a  aquellas entidades descentralizadas en forma de derecho público de carácter de estatal”
. 

Bajo este criterio se consideran a los colegios profesionales, academias, universidades nacionales, Banco Central, además de los institutos autónomos. Existe un tercer grupo a los que aplica la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, conformado por las entidades que gozan de autonomía funcional y territorial. Tales son los casos de la Fiscalía General de la República, Contraloría General, Defensoría del Pueblo, como parte del poder ciudadano, además del Consejo Nacional Electoral integrante del Poder Electoral e incluso el Poder Judicial a través de la Dirección Ejecutiva de la Magistratura. 
Complementa este ámbito de aplicación organizativa lo referente a los poderes municipales y estadales vista su autonomía territorial, conviniéndose que cuando no existieran las leyes y ordenanzas en sus estados, se apliquen las normas y principios generales del derecho administrativo. En cuanto al ámbito sustantivo la ley precisa… “…los procedimientos administrativos contenidos en leyes especiales, se aplicarán con preferencia al procedimiento ordinario previsto en este capítulo, en las materias que constituyen la especialidad”
. En efecto si hay una Ley; la ley orgánica prescribe que se aplique la ley especial con preferencia. Esto provoca que todos los organismos públicos determinen sus leyes especiales; por ejemplo en el artículo 106 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos “…De la aplicación de la presente ley quedan excluidos los procedimientos concernientes a la seguridad y defensa del estado”
. Se refiere la Ley a procedimientos vinculados a la seguridad interna, la policía y el ámbito militar (Ministerios de la Defensa). Para el ámbito de aplicación tanto organizativa como sustantiva, es la aplicación sucesiva de la Ley, lo que irá señalando el sentido cuáles órganos entran en el ámbito organizativo de acuerdo a sus competencias funcionales, y cuáles procedimientos están sujetos de acuerdo a su condición especial y la prescripción que permite la ley para su aplicación; son objeto de interpretación específica que la materia administrativa y el conocimiento jurídico, ayudarán a definir en el marco de una investigación limitada a ese objetivo; la consideración en cuanto al ámbito de aplicación se basa en la letra de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, la cual se tomó como fuente para exponer y realizar las consideraciones, y que forman parte de las fuentes que sustentan el punto que a continuación se desarrolla, referido a las leyes y normas relativas al procedimiento administrativo y la Administración Pública en Venezuela.                  

2.4.1 – Legalidad del Procedimiento Administrativo (cronología)
Si bien es cierto que fue hasta 1982 cuando en Venezuela se recoge la Ley de Procedimientos Administrativos, lo que se considera como“…una revolución administrativa”
, sí existió un andamiaje normativo representado tanto por las constituciones promulgadas (visto en punto anterior) como en diferentes leyes y decretos. El Boletín del Archivo Histórico de Miraflores, Nº 123-124, recoge un trabajo de importancia vital para reconocer los diversos instrumentos legales, a través de los cuales funcionan y se crearon los misterios en Venezuela desde 1830 hasta 1987. Se citan a continuación algunos ejemplos de esta importante fuente, complementándolas con otras que evolucionan hasta la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, y más recientemente a la Ley Orgánica de la Administración Pública:

· 1830; Constitución del Estado de Venezuela, 24 de septiembre; ley del 24 de septiembre, fijando la fuerza armada permanente; ley del 14 de octubre, organizando el gobierno de las oficinas de hacienda.

· 1837; ley del 28 de mayo, organización de la oficinas superiores de Hacienda y derechos y funciones de sus empleados.
· 1856; decreto 1050 del 15 de octubre, dando reglas para la Dirección de Hacienda.
· 1858; decreto 1147 del 24 de junio, que trata de la Contaduría General de Hacienda.
· 1861; decreto del 1287 del 30 de octubre que organiza la Oficina de Correos.
· 1863; decreto 1351 del 25 de julio que organiza el Gobierno General.
· 1868; decreto 1634 del 27 de junio, que organiza la Administración Ejecutiva del Gobierno General.    

· 1874; ley del 6 de octubre, que establece siete ministerios para el despacho de las diversas ramas de la Administración Federal.
· 1882; ley del 6 de mayo organiza los Tribunales de Hacienda.
· 1891; ley del congreso de los Estados Unidos de Venezuela del 27 de junio, por el cual se fijan los ministerios del despacho ejecutivo.
· 1903; resolución de 30 de mayo, que crea la Dirección de Bellas Artes en el Ministerio de Instrucción Pública.
· 1911; decreto del 13 de noviembre que crea una Oficina de Seguridad Nacional.
· 1936; decreto del 28 de febrero donde se crean los Ministerios de Seguridad y Asistencia Social y el de Agricultura.
· 1945; decreto Nº 24 del 20 de octubre que crea la Dirección de Transporte en el Ministerio de Comunicaciones.
· 1950; decreto Nº 40 del 30 de diciembre que dicta el Estatuto Orgánico de Ministerios.
· 1970; decreto Nº 280 por el cual se dicta el reglamento sobre coordinación, administración y control de los Institutos Autónomos de la Administración Pública.
· 1975; decreto Nº 1026 del 18 de julio que dicta el Reglamento Orgánico del Ministerio de Justicia.
· 1984; 3 de diciembre la Ley Orgánica de la Administración Central, con el objeto de determinar el número y organización de los ministerios.
Esta recopilación es sólo una muestra de las más de 200 leyes, decretos que se registran en la obra citada. En ella se puede apreciar la existencia de mecanismos normativos para funcionar el aparato administrativo del sector público. Ya era una preocupación de más de una década; la preocupación por una reforma administrativa en Venezuela. De la carta del Contralor Muci Abraham fechada el 3 de agosto de 1975, y dirigida el entonces presidente Carlos Andrés Pérez, se refleja la preocupación por reformar la Administración; al respecto se cita “…Desde el mismo momento en que se instala el régimen democrático en 1958, (...) se ha venido repitiendo (...) lo indispensable que resulta el que se ejecute una reforma administrativa radical e integral en la Administración Pública venezolana”
. 

Con la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos se da el primer paso hacia la reforma administrativa dando la misma un carácter formal a los procedimientos. En relación a la administración central ésta evoluciona desde 1984 (03 de Diciembre) con la Ley Orgánica de la Administración Central pasando por el decreto 369, del 14 de septiembre de 1999, mediante el cual se dictó la reforma parcial del decreto con rango y fuerza de ley orgánica de reforma, de la Ley Orgánica de la Administración Central; luego se puede citar la Ley Orgánica de la Administración Pública del 18 de septiembre del 2001; más recientemente el Decreto sobre Organización y Funcionamiento de la Administración Central. Es importante señalar que las leyes mencionadas, dentro de la intención de esta investigación, son consideradas relativas a la administración pública central en su concepción general. Se intenta desde esta visión traer a colación los instrumentos normativos en los cuales se puede identificar el conjunto de órganos de la administración, no así reflejar la inmensa lista de reglamentos que aplican a los diversos entes adscritos, actividad que sobrepasaría nuestra investigación. El estudio específico de una ley y reglamento será desarrollado en la Ley de Archivos Nacionales y la Ley Orgánica de la Administración Pública, toda vez que en ambas se reserva un aparte al tema específico al tema de los archivos en Venezuela.
2.5 -  El Control de Cambio en Venezuela
Siendo un tema muy específico y teniendo un alto porcentaje en la actividad económica, se parte de una definición que delimite el campo para cualquier consideración. Una primera acepción técnica que expresa que “…Significa norma jurídica dirigida a restringir o regular el acceso de un sujeto a los mercados internacionales de divisas, por razón de su nacionalidad o domicilio”
. Los sistemas de control de cambio están dirigidos tanto a los nacionales (y residentes) del país como a los extranjeros. Su efecto principal es vigilar, controlar, monopolizar, la libre oferta demanda de una moneda en los mercados de cambio, teniendo como pilares dos aspectos; el jurídico, incluyendo las normas dirigidas a restringir la libre convertibilidad de la moneda; el económico que incluye las normas y procedimientos para regular la taza de cambio de una moneda determinada. 

De esta definición se desprenden tres puntos fundamentales que son considerados en el objetivo y esencia de esta instigación; tales son, la idea de control como procedimiento, el aspecto jurídico como base para la ejecución de dichos controles, y  el aspecto institucional que incluye al ente que ejecutará la acción. En estos tres puntos se podría insertar la acción y funcionamiento de la Comisión de Administración de Divisas (CADIVI) toda vez que es una comisión que administra las divisas en la base de un convenio cambiario entre el Ministerio de Finanzas y el Banco Central de Venezuela, para conformar una estrategia administrativa que dé estabilidad económica al país “…Los controles cambiarios son restricciones gubernamentales sobre la compra y venta de moneda extranjera”
. 

Esta segunda definición resulta de una serie de conferencias del sexto Programa de Enseñanza Técnica del Centro de Estudios Monetarios Latinoamericanos (CEMLA) en 1958, dictada por Irvin Freadman, donde se subrayan las restricciones oficiales sobre las de otra índole y que afectan directamente a las divisas. Los controles de cambio abarcan una gran variedad de prácticas gubernamentales, pero todas tienen en común que el gobierno, mediante alguna acción, coarta la libertad de comprar y vender divisas. Si un gobierno dispone que los dólares estadounidenses no pueden usarse para determinadas compras en el extranjero, o que lo que se compre no pueda pagarse si no en determinadas monedas, tenemos aquí la presencia de un control de cambio.

Otro punto importante relacionado directamente con la definición se encuentra en el estudio de las consecuencias, y la responsabilidad de las autoridades. Dichas consecuencias están representadas en hechos como: devaluación de la moneda, huidas de capitales, empleo a gran escala de las reservas internacionales, necesidad de empréstitos internacionales, y gastos de los ingresos en casos menos importantes. En base a estas consecuencias los países adoptan controles cambiarios, porque creen que sus reservas o sus ingresos de divisas son insuficientes en relación con la demanda o necesidad corriente de divisas “…Un país cuya demanda de divisas crece porque aumenta su población, porque se producen cambios en sus hábitos de consumo, en sus necesidades en materias primas, ...combustible...bienes de capital,...puede encontrarse conque la demanda es superior al volumen de divisas”
. Asimismo, un país que tenga un nivel dado de demanda de importaciones, puede encontrarse súbitamente escaso de divisas debido a la reducción de sus ingresos por exportaciones como resultado de malas cosechas. Las variables que originan las crisis cambiarias, son comunes y  pueden clasificarse de la siguiente manera:

· Ingreso por exportaciones.

· Ingresos del gobierno, las importaciones, y las reservas internacionales.

· Liquidez, gastos del gobierno y deuda pública. 

La variable de las exportaciones aumentó con respecto a 1973, aunque había aumentado el precio del petróleo del 49.4%; las importaciones se incrementaron en 32% y la liquidez aumentó en 244%; como consecuencia en 1977-78, la balanza en cuenta corriente arroja déficit, “…originado por el estancamiento de los ingresos del petróleo, sin embargo aumentan las importaciones, la liquidez y el gasto público”
.
En este período (1977-78) se aprecia un alerta pues se reducen las exportaciones en 1600 millones de Bolívares y surge un déficit de la balanza comercial de 7000 millones de bolívares por el aumento de las importaciones. La inconsistencia fiscal refleja que la liquidez aumenta en el 70%; y la deuda externa en 72 %; el gasto público en 57 millones. A principios del 79 la deuda externa, según BCV, era de 70 mil millones; hubo en los cuatro años del 79 al 82, 103 mil millones de Bolívares de ingresos fiscales, cifra que si se hubiera dedicado a pagar la deuda pública “…la coyuntura financiera que hoy en día está presionando, (...) no estaría presente”
. A pesar de la alerta “…se aumentan los gastos del gobierno en 27%; se sigue incrementando la liquidez, en 43%; se incrementa la deuda externa, en 345%, y se permite que continúe el incremento de las importaciones”
. Todas estas variables siguieron en aumento, y desde un punto de vista estructural el cambio diferencial pudo haber ocurrido en 1979 pero la coyuntura petrolera, por la revolución de Irán, la pospuso por cuatro años. El aumento de los precios del petróleo del 79 al 81, fue coyuntural por el aumento de la demanda sobre la oferta. Los países consumidores pensaban que iban a quedarse sin petróleo cuando Irán reduce sus importaciones, lo que provocó que en el mercado todo el mundo empezara a comprar para aumentar sus inventarios. 

En el manejo de la Deuda Pública Externa persistieron los errores debido a que se contrató a corto plazo y en gran medida para gastos, además que cuando el Congreso autorizó en 1981, el refinanciamiento a largo plazo, no se renegoció la deuda. Por último se inicia una política de liberación de precios y de regulación mediante la importación de bienes, desconociendo la economía de escalas, lo que golpeó el aparato productivo nacional debido a la desventaja en cuanto al precio de producción al trabajar en menor escala, frente al mercado del producto importado. El excesivo gasto público, crecimiento del endeudamiento externo, paridad estática del Bolívar frente al dólar, mantenimiento de intereses bancarios aislados del mercado internacional, y la política de liberación de importaciones, todo esto ocasionó un deterioro permanente de las reservas de divisas, fuga de capitales al exterior, desconfianza de la solidez cambiaria, y que se podría asumir como un caldo de cultivo de los controles cambiarios establecidos institucionalmente en Venezuela, hasta llegar al actual (CADIVI) cuyo marco se analizará más adelante.                  

Para ubicar en el tiempo el desarrollo de la actividad cambiaria en Venezuela en la presente investigación se utilizarán las opiniones de autores como Oscar Echeverría y Rubén García quienes coinciden en establecer el inicio del proceso de devaluación en Venezuela para 1974 “…En nuestra opinión, la parte estructural de la sobrevaluación del Bolívar empieza en el período 1974 - 1976, cuando hubo un aumento del 90% de las exportaciones”
, así mismo “…Si bien la crisis cambiaria de Venezuela se hace evidente en 1983, su análisis debe tomar en cuenta todo su período de gestación. La crisis de endeudamiento (...) y devaluación de 1983, se inició en 1974 con el incremento súbito de los ingresos por exportación”
. Aunque es contundente la coincidencia, se trae a colación una relación de acontecimientos referidos a movimientos de la moneda y presentadas cronológicamente (tomada vía internet http://www.gobierno// misceláneas cartelera 2html). Dicha relación abarca los períodos siguientes: 

· 1879-1908 (de 4.50 a 3.40 Bs. / $). En 1879, Antonio Guzmán Blanco adopta el “bolívar de plata” en sustitución del venezolano de oro, con un valor de 4.50 Bs/$. Durante el resto del lapso el Bolívar fue una amoneda sólida que llegó a cotizarse a  3.15 unidades por dólar.

· 1908-1936 (de 3.40 a 3.30 Bs. / $). Juan Vicente Gómez (1908-35) mantiene la cotización de la moneda a 3.40 Bs. / $, hasta que Eleazar López Contreras (1936-41) lo revalúa 10 céntimos.

· 1936-1961 (3.30 Bs. / $). La paridad se mantiene estable durante los distintos mandatos del período: Medina, Betancourt, Gallegos, Chalbaud, Suárez Flamerich, Pérez Jiménez, Larrazábal y Sanabria.
· 1961-1964 (4.35Bs. / $).  Considerado primer control de cambio, es administrado por el BCV; Rómulo Betancourt (1959-64) lo adopta ante una severa fuga de capitales producida por la incertidumbre ocasionada por el derrocamiento de la dictadura de Pérez Jiménez.
· 1964-1969 (4.50 Bs./ $).  El presidente Raúl Leoni (1694-69) mantiene un cambio único, administrado por el BCV.     
· 1971-1983 (4.40 a 4.30 Bs. / $) Durante su primer Gobierno, Rafael Caldera (1969-74) revalúa dos veces el bolívar, a 4.40 Bs. / $, el 20/12-71, y a 4.30 el 21/02/73. Este valor se mantiene por lo que resta de gobierno, durante el primer gobierno de Carlos Andrés Pérez (1974-79) y parte del de Luis Herrera Camping.
· 1983-1989 (7.50 a 38 Bs. / $). Se da el segundo control de cambio (20-02-83). Es administrado por la Oficina de Régimen de Cambios Diferencales (RECADI). Luis Herrera Campins (1979-84) lo aplica para detener una masiva fuga de capitales. El control se extiende durante todo el gobierno de Jaime Lusinchi (1984-89).
· 1989-1994 (de 38 a 113.43 Bs. / $).  Se establece un régimen de cambio flotante (10/03/89) que opera durante el segundo gobierno de Carlos Andrés Pérez (1989-93) y el de Ramón J. Velásquez (1993-94).
· 1994-1996 (de 170 a 470 BS. / $). El tercer control de cambio (27/06-94) es administrado por la Junta de Administración Cambiaria (JAC) y su ente operativo, la Oficina Técnica de Administración Cambiaria (OTAC), durante el segundo mandato de Rafael Caldera (1994-99).
· 1996-2002 (de 470 a 1853 Bs. / $). Aún durante el gobierno de Caldera (22/04/96), un sistema de bandas de flotación sustituye el control. El gobierno de Hugo Chávez  (1999 al presente) mantiene el esquema hasta el 08/02/02 (788 Bs. /$), cuando libera totalmente la convertibilidad.
· 2002-2003 (de 1853 a 1600 Bs. / $). El cuarto control de cambio (07/02/03). Será administrado por la Comisión de Administración de Divisas (CADIVI). La medida es tomada en defensa del ciudadano y de la economía productiva, en contra de los especuladores cambiarios y la fuerte fuga de divisas ocasionada por la incertidumbre fruto del paro petrolero. 
Esta periodización señala que hubo un movimiento del valor de la moneda, que se refuerza en la presente investigación fundamentándose en los autores citados. En Venezuela se han introducido modalidades de cambios diferenciales desde 1879, pero oficialmente desde 1934 se establece el 23 de julio de 1941, “…el régimen de cambios diferenciales; superando el sistema de Convenio Tinoco”, así llamado por ser el Dr. Pedro R. Tinoco (padre) quien en 1934, negoció un Convenio entre el gobierno y las compañías petroleras”
. En este convenio se establecía la compra prioritaria de la divisa de exportación agrícola a Bs. 3.90 por dólar y la petrolera a ese precio si había suficiente demanda en el mercado; de lo contrario el excedente de la divisa petrolera se compraría a la paridad oro que era de Bs. 3.09.

En 1941 las paridades se establecieron: Bs. 3.09 para el petróleo; Bs. 4.30 para el ganado y el cacao; y Bs. 4.60 para el café. Para la venta de divisas por parte del BCV, se estableció la paridad de Bs. 3.35 por dólar. Posteriormente durante el período de 1960 se estableció un régimen diferencial de Bs. 3.35 para pagos del gobierno, gastos de estudiantes en el exterior, deuda externa e importaciones y libre para las demás transacciones. Esta paridad se logró estabilizar en 4.60; luego se unificaron ambas paridades en 1964 a 4.50 para las importaciones hasta 1971. En 1972 se situó en Bs. 4.40 y a partir de 1973 hasta febrero de 1983 a Bs. 4.30. El viernes 18 de febrero de 1983 fue el último día que se negociaron  divisas sin restricción al cambio de 4.30 por dólar. El Ejecutivo Nacional suspendió las ventas de divisas a partir del lunes 21 y creó el régimen de Cambios Diferenciales (RECADI), sustituido por la OTAC de 1994 hasta 1996, hasta llegar al régimen actual CADIVI desde 2003. En base a estos tres instrumentos de control se fundamenta el punto que a continuación se desarrollará.          

2.5.1 - Antecedentes institucionales del control de cambio
A través de la relación cronológica que se presentó en el punto anterior, se vió la evolución de los movimientos de la moneda, desde 1879 hasta el 2003 y que tienen relación con el desarrollo del control de cambio en Venezuela. Se mencionan Mencionamos entre otros: el “Bolívar de plata” que sustituyó al venezolano de oro; el régimen de cambios diferenciales de 1941 que sustituyó el Convenio Tinoco de 1934; el control de 1960, considerado el primer control de cambio administrado por el BCV, y que fue adoptado bajo Decreto 390. No obstante, haber identificado estos hechos como antecedentes al fenómeno cambiario en la cultura económica contemporánea venezolana, es clara la definición en cuanto a las instituciones consideradas como representativas del control de cambio, como mecanismo de regulación de las distorsiones que se produjeron a partir de1983, por la fuga de capitales, descenso de las reservas internacionales, reducción de los ingresos del Estado, incremento de las importaciones y gastos del gobierno. En este contexto se abordarán los tres controles que delimitan la historia reciente del acontecer económico, a saber; Régimen de Cambios Diferenciales (RECADI),  Oficina Técnica de Administración Cambiaria (OTAC), y la Comisión de Administración de Divisas (CADIVI), que se consideran las instituciones a través de las cuales se pueden ubicar los antecedentes de la actividad cambiaria en Venezuela.

2.5.1.1 - Régimen de Cambios Diferenciales (RECADI)      

Para el año de 1983, el deterioro permanente de las divisas por la fuga de capitales, la desconfianza en la solidez cambiaria, el descenso de las exportaciones petroleras de 19.3 millardos de dólares (1981) a 13.5 millardos (1983), obliga al país a tomar medidas de emergencia; finalmente, el 18 de febrero, fecha popularmente conocida como el viernes negro, el gobierno venezolano reconoció imposible hacerle frente a los compromisos externos que vencerían ese año, y en consecuencia se asume el control de cambios como medida de emergencia. 
De esta forma se implantó el Régimen de Cambios Diferenciales (RECADI) ”…Entre las(…)medidas puestas en práctica, estuvo la de suspender la venta de divisas a partir del 21-02-83, y la creación, el 27 de febrero de 1983 de la Oficina de Régimen de Cambios Diferenciales (…) , adscrita al Ministerio de Hacienda, según decreto 1848 (Artículos 1 y 3 )”
, a través del cual se privilegió la importación de insumos con un tipo de cambio preferencial. En sus inicios, le correspondió administrar las divisas en cinco áreas: 1) Estudiantes 2) Deuda Privada Externa 3) Gastos e importaciones del sector público 4) Deuda Pública Externa 5) Importaciones del sector privado. De la Memoria y Cuenta 1984, de RECADI, página 71, del Ministerio de Hacienda, se extrajo el cuadro Nº 3 donde se reflejan las “Autorizaciones de retiro de Divisas Otorgadas 1983-1984” (Cuadro 1). 

Cuadro 1

AUTORIZACIONES DE RETIRO DE DIVISAS OTORGADAS

1983-1984

(MILLONES US$)​                          

                           AÑO 1983            AÑO 1984

                                      TOTAL GENERAL                       8.840.80               14.599,29

                                  - Total Importaciones                         3.722,44                 7.240,41

                                     Sector Público                                                                   547,39

                                     Sector Privado                                                               5.533,19  

                                     M.A.C.                                                                          1.236,69                               

                                    Anulaciones (*)                                                                (76,86)

                                  - Deuda Pública Externa                    1.642,85                4.868,31

                                    Capital                                                                           1.432,32

                                    Intereses                                                                        3.413,62

                                    Comisiones                                                                        22,24 

                                    Anulaciones (*)                                                                 (0,17) 

                                 - Deuda Privada Externa                     1.441,71                 361,63 

                                   Capital                                                                                13,61 

                                   Intereses                                                                           348,02  

                                   Anulaciones                            

                                - Pagos de la República       

                                  de  la Administración

                                  Descentralizada                                1.878,52               2.001,49

                                  Administración Central                                                    151,11

                                  Administración 

                                  Descentralizada                                                             1.852,00

                                  Anulaciones (*)                                                                  (1,62) 

                               - Estudiantes                                      154,02                       127,15

                                 Sector Público

                                 Sector Privado

                                 Liga de Béisbol                                    1,26                           0,30

                                ____________________________________________________
Nota:*    Se sustraen del  total

Fuente:   Dirección de Administración de Divisas      /     Departamento de Estadísticas    
Más que mostrar los datos de autorización de la gestión de RECADI en el período que se refleja en el cuadro (1983-1984), lo que se pretende resaltar es la clasificación de los sectores que intervinieron en el proceso. Esta información fue posible obtenerla gracias  a la visita realizada al Archivo del Ministerio de Finanzas, y en entrevista con el Jefe de esa unidad Sr. Jesús Briceño.

Desde un comienzo RECADI operó con dos tipos de cambio preferenciales, el primero a 4.30 por dólar para la amortización de intereses de la deuda pública y privada externa, importación de bienes declarados esenciales, y el segundo a 6.00 por dólar para la importación de los bienes declarados no esenciales. Igualmente se autorizó un mercado libre a 7.50 por dólar. Venezuela no tenía experiencia y el Ejecutivo Nacional partió del caso mexicano, a la cual le efectuó los ajustes legales necesarios, para adaptarlo al medio venezolano. Durante el primer semestre del año 1983 se sucedieron decretos, resoluciones y convenios cambiarios que se fueron modificando hasta lograr una cierta estabilidad y coherencia. A partir de marzo de 1989 se adoptó un sistema de paridad única y flotante, con lo cual desaparece RECADI en medio de las denuncias de corrupción que conmovieron la sociedad venezolana “…Desde ese momento nos propusimos demostrar al país que el Régimen de Cambios Diferenciales (…) durante los gobiernos (…) de Luis Herrera y Jaime Lusinchi, (…) fue un instrumento utilizado por funcionarios públicos, empresarios, políticos, (…) parar traficar influencias, otorgar (…) privilegios (…) evadir leyes (…) en detrimento de los intereses nacionales”
. Esta cita recoge el desenlace final de este nuestro primer antecedente. No se ahonda en los detalles judiciales del caso ni sus implicaciones políticas, más si se resalta las particularidades de su implementación a los efectos de complementar el marco institucional.

2.5.1.2 - Junta de Administración Cambiaria (JAC); OTAC
 En 1994 se exacerbaron las tensiones inflacionarias, alcanzando la variación del IPC 9% en junio, abriendo las puertas a un posible proceso hiperinflacionario, se adoptaron un conjunto de  medidas entre la que se destacan “…El cierre temporal del mercado cambiario entre el 27 de junio y el 9 de julio, la definición de, (…) un régimen de control de cambios para todas las transacciones y el restablecimiento de los controles de precios, con el objeto de contener las tensiones inflacionarias”
.
Este escenario sentó las bases para el establecimiento de un nuevo régimen para lo cual se creó la Junta de Administración Cambiaria (JAC) presidida por el Ministro de Hacienda y cuya función residía en la imposición de pautas que orientarán la política cambiaria, tales como la fijación y otorgamiento de prioridades para las importaciones. Paralelamente se crea la Oficina Técnica de Administración Cambiaria (OTAC) la cual velaría por los procesos de entrega de divisas; se encargaría de llevar los registros de exportadores, importaciones, deuda externa, remisión de dividendos, recepción y la tramitación de solicitudes de compra de divisas. Como características de este control de cambio se puede citar:

· Falta de prioridades para la asignación de divisas, lo que determinó la mayor demanda para las reservas internacionales, no así para el mercado libre.

· Penalización para las transacciones del mercado paralelo.
· Falta de política adecuada para el tratamiento de la deuda privada externa.  
· Régimen que permitió la retención de divisas y la reexportación.
La pérdida de las reservas internacionales entre enero-noviembre 1995, obligó a las autoridades a devaluar la tasa de cambio oficial en un 70% el 11 de diciembre de 1995; una vez más tenía lugar otra devaluación sin que mediara un esquema de política económica que corrigiera el desequilibrio. El mantenimiento del control de cambios más allá de lo previsto, creó un conjunto de distorsiones y estimuló el surgimiento de un mercado paralelo; paulatinamente las importaciones fueron perdiendo su relación con el nivel de actividad económica, y su crecimiento se explicó en gran medida, por la fuga de capitales bajo la forma de transacciones comerciales. De la obra de José Guerra se presenta una cita que ilustra el declive del régimen cambiario (OTAC), “…cuando los agentes cambiarios se adaptaron al nuevo régimen, la tendencia se revirtió, (…) por la caída en la demanda de dinero producto de las expectativas sobre la insostenibilidad del propio régimen
.
Este proceso tuvo lugar a partir de noviembre de 1994, cuando las reservas comenzaron a declinar nuevamente para alcanzar su nivel crítico durante octubre del siguiente año, período en el cual se produjo una pérdida del orden US$ de 2755 millones. El rezago cambiario estimuló todo tipo de prácticas ilícitas, como la subfacturación de exportaciones y la sobrefacturación de las importaciones lo cual produjo una fuerte presión sobre las reservas internacionales. Esta situación provocó el anuncio de un conjunto de medidas y negociaciones con el Fondo Monetario Internacional (FMI), con la implementación de un sistema de bandas en dos etapas; en la primera etapa se permite la libre fluctuación del tipo de cambio, y la segunda etapa cuando se inicia formalmente el sistema de bandas. La implementación de este sistema sustituyó la operatividad de la Junta de Administración Cambiaria a través de la Oficina Técnica de Administración Cambiaria, la cual funcionó hasta el 21 de abril de 1996. 

2.5.1.3 - Marco institucional de la Comisión de Administración de Divisas (CADIVI)
Al analizar los antecedentes que llevaron a la implementación de los controles de cambio anteriores se presenta que; el primer control de cambio de 1961 administrado por el BCV, se adopta ante una severa fuga de capitales producida entre otras circunstancias, por el derrocamiento de la dictadura de Pérez Jiménez; el segundo control de 1983, administrado por RECADI, es instaurado en medio de un proceso de reducción de exportaciones, caída de las reservas, incremento de los gastos del gobierno, incremento de la deuda externa y las importaciones; el tercer control de 1994 administrado por la OTAC, es implementado luego de la desaparición de RECADI, siendo este último, un foco de denuncias que convulsionaron la opinión pública. En todos estos controles es factor común el hecho que el Estado los instauró para eliminar distorsiones económicas, lo cual atiende perfectamente al concepto de control, como lo es su esencia. A estas características comunes se podría agregar, para los casos RECADI y OTAC, en cuanto a la archivística se refiere, el hecho que en su operatividad primordial (recepción de solicitudes) para el otorgamiento y liquidación de divisas, pudo conformarse un fondo documental de gran magnitud debido al alcance nacional de la recepción de solicitudes. Este panorama llevó a la implementación de un cuarto control de cambio, la Comisión de Administración de Divisas (CADIVI), aplicado en Venezuela, y que se asume igualmente en circunstancias negativas para la dinámica económica en el año 2002, y donde la magnitud del fondo documental coincide con las características, en lo que a recepción se refiere, de los fondos documentales que resultaron de los controles anteriores a CADIVI  y que son presentados en esta investigación como antecedentes institucionales. En el período 2002 – 2003 y en un marco donde un factor interno (paro petrolero), provocó la disminución de las reservas internacionales, los ingresos petroleros, merma en los aportes al fisco, se establece “…en fecha 05 de febrero del 2003, el Banco Central de Venezuela y el Ministerio de Finanzas suscribieron el Convenio Cambiario Nº 1 de fecha 05 de febrero de 2003, en el cual se establece el régimen de administración de divisas, a ser implementado”
, igualmente en el Capítulo I, Artículo 2 del mismo decreto “…Se crea la Comisión de Administración de Divisas (CADIVI) la cual tendrá por objeto ejercer las atribuciones que le correspondan, de conformidad con lo previsto en el Convenio Cambiario Nº 1 de fecha 5 de febrero de 2003, suscrito entre el Banco Central de Venezuela y el Ministerio de Finanzas y las previstas en este Decreto”
. CADIVI nace con la misión de administrar con eficacia, eficiencia y transparencia, bajo criterios técnicos, el mercado cambiario ajustando su actuación a lo establecido en el artículo 141 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. De esta forma se dictan una serie de Decretos (Cuadro 2) para regular la distribución de divisas, designación de integrantes de la directiva, creación de la comisión, todas con normas específicas y generales  para aplicarlas  en  la operatividad diaria dentro del marco legal que rige la 

                                                              Cuadro 2
	Providencias
	Gaceta N°
	Fecha
	PDF

	 (CADIVI), podrá otorgar autorización para la adquisición de divisas destinadas al financiamiento de importaciones de bienes embarcados hacia puertos venezolanos o nacionalizados en el periodo comprendido entre el dos (2) de diciembre 2002 y el 21 de enero de 2003, bajo las condiciones y requisitos por ella previstos mediante Providencia, N° 2.379
	(E)5.638
	29/04/2003
	decreto 2379.pdf

 HYPERLINK "http://www.cadivi.gov.ve/normativa/pdf/decret_2379.pdf" 
(9.51 kb)

	Reforma parcial del decreto 2.302, N° 2.330
	37.644
	06/03/2003
	decreto 2330.pdf

 HYPERLINK "http://www.cadivi.gov.ve/normativa/pdf/decret_2330.pdf" 
(27.2 kb)

	 Lineamientos generales para la distribución de divisas, N° 2.320
	37.644
	06/03/2003
	decreto 2320.pdf
(9.96 kb)

	 Creación de CADIVI, N° 2.302
	37.625
	05/02/2003
	decreto 2302.pdf 


actividad cambiaria; providencias como la 52 que regula en su Artículo 1, los requisitos, controles y trámites para la Autorización de Adquisición de Divisas (AAD), destinadas al pago de importaciones de servicios de conexión, arrendamiento de redes, instalación, reparación y mantenimiento de maquinarias equipos y software importados; igualmente las providencias 19, 33, 50, que regulan  la actividad y distribución de las remesas (Cuadro 3) en cuanto al trámite y requisitos para los familiares en el extranjero y para pensionados, jubilados residenciados en el exterior.   

Cuadro 3

	Providencias

	Gaceta N° 

	Fecha 

	PDF


	Familiares

	 

	 

	 


	• Providencia mediante la cual se establecen los requisitos y trámite para la adquisición de divisas para familiares residenciados en el extranjero, N° 050

	37.873

	05/02/2004

	providencia 050.pdf
(15.22 kb)

	• Providencia mediante la cual se establece la administración, requisitos y trámite para la adquisición de divisas para familiares residenciados en el extranjero, N° 033

	37.714
	18/06/2003

	providencia 033.pdf
(14.05 kb)

	Jubilados y Pensionados

	 

	 

	 


	• Establece la administración, requisitos y trámite para la adquisición de  divisas para el  envío a jubilados y pensionados residentes en el exterior, N° 019

	37.662

	01/04/2003

	providencia 019.pdf
(13.4 kb)


	


La Comisión de Administración de Divisas se encarga de tramitar las divisas correspondientes a los sectores de: Importaciones, Importaciones a través del Convenio ALADI, Tarjetas de Crédito, Deuda Externa, Inversiones Internacionales, Estudiantes, Remesas Familiares, Líneas Aéreas, Verificadoras Internacionales, Telecomunicaciones, Casos Especiales, Exportaciones, Embajadas y Consulados. Desde su inicio tiene como sede el anexo de la Universidad Bolivariana en los Chaguaramos y se estableció como mecanismo operativo, el Registro de Usuarios del Sistema de Administración de Divisas (RUSAD), y en dicha operatividad participan las entidades bancarias, casas de cambio, identificadas como operadores cambiarios, los cuales fueron asignados para recibir las solicitudes de los usuarios y posteriormente consignar la documentación a CADIVI a través de la Coordinación de Recepción; es importante señalar que los operadores cambiarios quedan sujetos al cumplimiento del convenio cambiario y a las normativas que se establezcan para el mejoramiento del procedimiento de recepción. 

CADIVI está adscrita al Ministerio de Finanzas, y su marco institucional tiene base y fundamento en los principios de la Constitución Bolivariana (Artículo 141), la Ley Orgánica de la Administración Pública (Artículos 51, 46, 73), Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, artículo 8, numeral 2 del Decreto sobre Organización y Funcionamiento de la Administración Pública Central, asumidos todos estos principios en Decreto Presidencial 2302 suscrito entre en Ministerio de Finanzas y el Presidente del Banco Central de Venezuela, en Consejo de Ministros. Cabe destacar que las organizaciones internacionales con las cuales la República Bolivariana de Venezuela haya suscrito acuerdos o convenios internacionales, podrán efectuar operaciones de cambio directamente ante el Banco Central sin necesidad de autorización alguna. 
A lo largo de esta investigación se ha intentado establecer una secuencia conceptual, cronológica, de hechos, documentos, que evolucionan en torno al procedimiento administrativo y el control como mecanismo del Sector Público; se ha intentado relacionar estas  ideas dentro del marco teórico para delimitar, como una de las metas,  la responsabilidad de la Unidad de Archivo General de CADIVI, toda vez que es el ente encargado de cumplir con la responsabilidad del resguardo, organización y control de los expedientes que se reciben. En el punto siguiente se analizará e identificará lo concerniente a la conformación del Archivo General de CADIVI, su funcionamiento y demás consideraciones.

2.5.1.4 - Definición de Archivo

El primer concepto de archivo a presentar se toma del diccionario de Humberto Pernía quien es considerado uno de los clásicos en cuanto a la teoría de la materia; al respecto se señala que el archivo es “…el conjunto de documentos elaborados o recibidos por una persona física o moral o por un organismo público o privado durante el desarrollo de sus actividades y organizadas como consecuencia de tales actividades y conservados para su utilización eventual con fines sociales, económicos o culturales”
. Se está ante la presencia de un concepto lo suficientemente amplio que incluso alude, en su consideración, al sector privado, dando una idea integral de la actividad; concepto construido por una persona de reconocimiento profesional en el área el cual puede adaptarse a cualquier unidad de archivo. 
Otro concepto más cercano en el tiempo es extraído de la Ley General de Archivos de la República de Colombia, Ley 594 del 14-07-2000, donde se plantea “…uno o más conjunto de documentos sea cual sea su fecha, su forma, y soporte material, acumulados en un proceso natural por una persona o institución pública o privada en el transcurso de su gestión, conservados, respetando aquel orden para servir como testimonio o información para un apersona o institución que los produce, para los ciudadanos o para servir de fuente de historia”
. Se aprecia la inclusión de otros elementos: la forma, soporte material, el respeto al orden (principio básico) y la función testimonial.
Un tercer concepto, tomado del Diccionario de Terminología Archivística del Consejo Internacional de Archivos, cuya primera acepción dice que el archivo es un “…conjunto de documentos sea cuales sean sus fechas, su forma y soporte material, producidos o recibidos por toda persona física o moral, y por sobre todo servicio u organismo público o privado, en el ejercicio de su actividad, y son sus creadores o por sus sucesores para sus propias necesidades ya transmitidos a la institución de archivos competente en razón de su valor”
. Este concepto introduce otro elemento que tiende a complementar aun más la definición; habla del valor que tiene el documento al ser transmitido a la institución, término que adelanta a una de las razones principales de esta investigación, la cual es la valoración como procedimiento básico a la hora de intentar la desincorporación documental. 

Al estudiar estos tres conceptos y establecer una relación con el Archivo General de CADIVI, se puede identificar que todos los elementos están presentes, según lo dicta la definición, permitiendo aplicar la teoría archivística a las funciones y dinámica. 
2.6 - Desarrollo de los Archivos Nacionales (Latino América)  

El registro del acontecer de los Estados y los particulares es quizás la actividad social de mayor trascendencia conocida. Al margen de las sociedades y pueblos se instaura una tendencia a la normalización cuyos objetivos van dirigidos a mantener el orden público, satisfacer la necesidad de la población y conducir el desarrollo económico y social. Estos objetivos se van cumpliendo en medio de un proceso evolutivo que propicia la ampliación de las tareas del Estado. Actualmente casi no existe actividad en la cual no esté presente el Estado. Su intervención en las diversas actividades de las naciones ha hecho surgir una inmensa y compleja Administración Pública, la cual no puede estudiarse o considerarse independientemente de los cambios que se producen en el medio político y social, ya que su equilibrio y estabilidad interna dependen del flujo de energía del exterior, como  es el caso de las demandas de la población. Por otra parte la Administración Pública está subordinada al poder político. Es un instrumento de ejecución de las decisiones políticas del grupo en el poder, en consecuencia es un subsistema del sistema político.

2.6.1 - Los Archivos en el Estado (Reseña Histórica)
Desde que existen los Estados, estos han tenido la necesidad de una memoria colectiva que conserve la huella de sus acciones y de sus decisiones, siendo necesario preservar la prueba de sus actos más importantes (leyes fundamentales, tratados). Este es el origen de los archivos, los más antiguos se remontan al tercer milenio antes de nuestra era. En Egipto, Grecia, y luego en el Imperio Romano se establecen también archivos de Estado.
En la Roma clásica “…el Emperador Justiniano legisló para que haya un archivo en el edificio público”
, donde el magistrado provincial debería disponer el resguardo de los registros conservados intactos para que fuesen localizados con rapidez; mucho después en el período hispánico“…los Reyes se interesan (...) porque en las indias los archiveros guarden (...) los papeles de la administración para los cuales hay arcas especiales con llave”
. Más tarde surgieron en el Vaticano; en España Carlos V inauguró la centralización de los documentos públicos más importantes, ejemplo que siguieron Pedro el Grande en Rusia y María Teresa de Austria; posteriormente los Archivos Nacionales de Francia, en 1794, marcan un hito en vista que se instaura el principio de la centralización de los documentos administrativos, y el acceso del público a esos documentos. Este principio de la centralización de los documentos fue aplicándose en los países desarrollados de manera paulatina. En Estados Unidos se crearon los Archivos Nacionales para 1934; en Japón hacia 1961; en México antes del período revolucionario, la Administración Pública ejecutaba las políticas del Estado a través de las estructuras administrativas tradicionales, sin embargo, la intervención del Estado en la economía se realizó en forma ordenada y coyuntural, sin obedecer a un plan determinado deliberado lo que ocasionó que la administración paraestatal creciera en las mismas condiciones. 

Se podría identificar una estrecha relación entre los archivos como unidades de información, y el desarrollo de la Administración Pública como ente regulador y ejecutor de las políticas de Estado. El crecimiento de los archivos es directamente proporcional a la cantidad de toma de decisiones gubernamentales, estatales, municipales, y de las demás dependencias que intervienen en el sector público. Las diversas unidades, el universo de aplicación en la sociedad, obliga la oportuna normalización de los procedimientos toda vez que se afecta el interés de los ciudadanos. En este concepto se inserta la propuesta y análisis a las operaciones y actividades que se llevan a cabo en la Administración Pública, tomando como punto de reflexión, la consideración de un marco legal aplicable en la cadena del sector público, que complemente los requerimientos técnicos que son base y principio de la Archivología.

2.6.2 - Los archivos en el Ámbito Venezolano
De nuestro origen institucional, lo que ha sido una constante en esta investigación, Venezuela heredó su característica colonial y vino a ser la sede de una Audiencia. Situada en el trópico, cerca del mar Caribe, experimentó una gran actividad comercial; en el siglo XVI, “…Carlos V hizo concesiones en Venezuela a los alemanes”
; igualmente se concedieron derechos de comercio a la Compañía Guipuzcoana. Caracas fue el centro del movimiento emancipador, sin embargo estas circunstancias, las condiciones climatológicas han sido favorables para la conservación de sus antecedentes históricos, a excepción de las mermas sufridas en el conflicto independentista donde el patrimonio documental, producido por las autoridades y oficiales estuvo sujeto a la pérdidas naturales de la guerra.

Para determinar la conformación de una estructura archivística en Venezuela se debe tomar como base a las instituciones que se establecieron en el período colonial, que no sólo dictaron las pautas sociales que rigieron a las provincias, sino además fueron elaborando las evidencias en registros contables, libros, actas, cédulas reales, que hablan del acontecer de la época. Aunque no se puede afirmar la existencia de una estructura archivística oficialmente establecida como institución pública, donde funcionase de manera centralizada un archivo, sí es evidente la preocupación que siempre manifestó la Corona por guardar celoso registro de su acción en las colonias. De esta afirmación se tomaron algunas consideraciones en el punto titulado “de la Provincia  a la Capitanía”, cuando se hace referencia a un registro del 29 de abril de 1529, en el libro de asiento, el cual habla de lo recaudado por Juan de Ampíes, cita que está plasmada en el Libro de la Real Hacienda de la antigua provincia de Venezuela. Al igual que esta cita se podrían mencionar documentos suficientes, que evidenciarían los miles de sucesos y hechos. Del período colonial se podría obtener gran cantidad de información a través de los diversos documentos que han sido recopilados; de la Independencia también se conserva suficiente material documental conservado en los diferentes archivos históricos, sin embargo no se lograría afirmar que es esta la época a considerar como el inicio oficial de la actividad archivística, con una infraestructura edificada para tal fin. Para el desarrollo de este aspecto se avanzará un poco más en el tiempo, hasta 1910, para encontrar que el Archivo General de la Nación “…Su fundación podemos remontarla al 19 de marzo de 1910 fecha de un decreto presidencial (…) para conmemorar el centenario de la Independencia”
. En este decreto se disponía la ejecución de algunas obras públicas que incluían un edificio, con el nombre de Archivo Nacional para que fuesen recogidos y conservados los documentos históricos dispersos en la oficina del Registro Principal  del Distrito Federal y los distintos del Poder Ejecutivo. Este edificio se inauguró el 19 de abril de1911, en el lugar donde había estado la sede principal de la Compañía Guipuzcoana entre las esquinas de Santa Capilla y Carmelitas. Es de especial importancia poder identificar el inicio de las funciones del primer archivero de esta institución; según la siguiente cita “…El 6 de julio de 1912 fue nombrado el primer archivero en la persona del doctor Carlos Aristimuño Coll”
. Para esta misma fecha se ordenó la selección de los documentos de las oficinas públicas – exceptuados el Congreso Nacional y el Ministerio de Relaciones Exteriores, los cuales conformarían las sedes base del Nuevo Archivo Nacional. 
El 21 de diciembre del mismo año de 1912 se conformó una comisión consultiva constituida por: Vicente Lecuna, Manuel Segundo Sánchez y Felipe Francia; el primer reglamento fue aprobado el 23 de marzo de 1914, fecha a la que suele darse como la fundación del archivo; el reglamento actual de 1945 dispuso que el archivo se llamase Archivo General de la Nación. Inicialmente en la Colonia los documentos eran depositados en las Escribanías Públicas, en los Archivos Eclesiásticos y en poder de los particulares. Los fondos fueron divididos y ubicados en dos partes; los del registro y los de los Archivos Públicos. Para 1882 Antonio Leocadio Guzmán, primer registrador público, manifiesta su desencanto ante el hecho de haberse eliminado el sueldo del archivero, dejando clara su posición ante la necesidad de un profesional como el archivero y la labor que debe cumplir. Aristimuño Coll, como ya se dijo, fue quién clasificó los fondos por materias (Guerra y Marina, Corte Federal); luego Laureano Ballenilla Lans ordenó estos fondos, y a quién se considera la persona que aplicó un criterio científico a dichos fondos. Estas acciones concretas rompen la desidia de la organización documental; a continuación se presentan tres citas donde se ve claramente que hubo funcionarios a quienes preocupó la situación y organización de los archivos: para 1826, un funcionario del alto gobierno de la Gran Colombia, José Manuel Restrepo quién “…dicta el estatuto por el que se regirán los archivos de la República, allí se indica la forma en que se clasificarán los papeles y el arreglo de los expedientes, obligándose al archivero a elaborar índices de materia y alfabético”
; en otro testimonio el secretario de Interior y Justicia, Lic. Diego Bautista Urbaneja, en su Memoria del Congreso de 1814, “…deplora que los archivos públicos en Venezuela no sean sino una informe masa de papeles sin orden ni concierto”
; otro antecedente  en cuanto a la intención de crear conciencia se puede encontrar en 1890 iniciándose la Administración de Andueza Palacio, cuando el Ministro del Interior , General Sebastián Casañas, aboga por la organización de los archivos , y declara, “…los archivos constituyen la historia del país: esa es la fuente de la verdad histórica”
. Vimos como la actividad archivística del sector público en Venezuela, desde sus inicios, está marcada por el funcionamiento de archivos en las diferentes dependencias de la Administración Pública, y en los cuales un alto porcentaje opera con personal no especializado; en edificaciones sin las condiciones requeridas para garantizar el resguardo; con procedimientos particulares y desligados de una política archivística en tal sentido. En una tesis sobre manual de procedimientos se cita, la situación  de los servicios de información en general “…En cuanto a Venezuela, la situación de los servicios de información a comienzos de la década de los setenta, reflejaba la falta de una noción clara del papel de los servicios de información”
; en otra cita se ilustra la situación de los archivos con respecto a las bibliotecas “…Existe (…) una situación precaria a nivel nacional (…) el área de las bibliotecas ha tenido desde 1974, cuando Venezuela adopta el modelo Natis (…) un mayor empuje que los archivos”
.   

Sumado a estas circunstancias está el hecho de contar con una legislación no acorde con la dinámica actual en cuanto a las tendencias modernas para el registro, resguardo y localización electrónica de los documentos en formato papel. Un documento donde se refleja la situación de los archivos en Venezuela, lo representa “Notas sobre la Planificación del Sistema de Archivos de Venezuela”,  de 1981, notas recopiladas por Aurelio Tanodi para  la Comisión Coordinadora del Sistema Nacional de Servicios de Bibliotecas e Información Humanística; de Información Científica y Tecnológica; de Archivos y de Estadística e Informática; de este trabajo se aprecia en relación a los archivos venezolanos que “…La obra más completa la constituye el Ensayo bibliográfico de los archivos venezolanos y extranjeros de interés para la historia de Venezuela del Dr. Agustín Millares Carlo”
; además mencionan otros trabajos como el libro del padre Lino Gómez Camelo, “Los Archivos de la Historia de América Período colonial español, quien concluyó que “…de un total de 108 archivos, 76 son eclesiásticos y de estos 68 parroquiales”
. Igualmente se registran los esfuerzos realizados por Mario Briceño Perozo, quien “…en el año de 1969 quiso hacer un registro en base a un cuestionario de 12 puntos (…) El resultado de la encuesta no fue muy alentador: de 250, a los cuales se les ha enviado (…) se han recibido sólo siete contestaciones”
. Todos estos trabajos referidos demuestran que efectivamente existió la preocupación por presentar el panorama archivístico en Venezuela, y que infieren, según la cita siguiente “…los intentos de un diagnóstico general con el censo de la documentación se realizan parcialmente y sin coordinación de esfuerzos, con diferentes cuestionarios y procedimientos”
, se puede deducir que existía una dispersión en cuanto a lograr concretar un sistema que organizara los archivos nacionales. En este sentido, se hace alusión a la ley de Archivos Nacionales del 1945, para resaltar como preceptos esenciales que dan al funcionamiento del Archivo General de la Nación un carácter de instituto de enseñanza (Ley de Archivos Nacionales artículo 5) para los funcionarios en el área de archivo, no se ha cubierto su propósito; al igual que el artículo 4 de la ley citada que establece que los documentos históricos de la Nación y los expedientes de la Administración General se conservarán en el Archivo Nacional. 
Estas consideraciones pueden tomarse como conclusiones de una realidad que está presente en un alto porcentaje de los archivos públicos de Venezuela. Para reforzar aun más esta situación se traen a colación tres ejemplos corroborados en el transcurso de la experiencia laboral; para el primer caso se referirá al archivo de expedientes del personal obrero, administrativo y docente del Ministerio de Educación (región Distrito Capital) en el cual se aplicó un proyecto de organización (PRYDME), proyecto que se estuvo ejecutando en los sótanos del edificio principal del Ministerio de Educación entre el 2002 y 2003; el segundo caso se refiere al Archivo del Servicio Autónomo de la Propiedad Industrial (SAPI), ubicado en la torre del Centro Simón Bolívar en el centro de Caracas, el cual funciona sin la conducción de un profesional de la materia, y cuyo fondo documental contiene el histórico del registro de marcas y patentes en Venezuela; por último, el Archivo de la Lopna, adscrito a la Dirección Ejecutiva de la Magistratura (DEM) que ha solventado las carencias en cuanto a la utilización de un sistema automatizado y la concreción de un espacio adecuado, además está dirigido por la Lic. Dámaris Mujica, el cual funciona con procedimientos establecidos, pero con un personal que en su mayoría no está instruido en la materia archivística. 

Entre estos tres ejemplos se enmarca el ámbito de los archivos del sector público en Venezuela, pero hay un último punto que es necesario analizar y es precisamente el aspecto legal. En uno de los soportes, la Ley Orgánica de la Administración Pública (LOAP), en su Título VII, donde se disponen los objetivos, responsabilidades y acciones que deben regir los archivos referidos. Es importante señalar que esta Ley choca en la realidad con el mandato asignado al Archivo General de la Nación, que es el ente administrativo encargado de asesorar técnicamente, dictar pautas administrativas e instruir políticas de desincorporación, ya que el mismo no está en capacidad física para responder a los objetivos que se establecen en la LOAP, debido a que no cuenta con un espacio que le permita recibir la inmensa masa documental que se encuentra represada en los archivos de los ministerios, unidades, dependencias, y demás instancias públicas, que ya han cumplido los plazos y períodos de retención (10, 15, 20 o más años)  y que en la mayoría de los casos estarían sujetos a la conformación de Archivos Históricos de importancia patrimonial. Aunado a esta realidad, no se ha logrado dar dinamismo y actualidad a la Ley de 1945, ni se ha cohesionado un Sistema Nacional de Archivos que establezca la infraestructura necesaria para conformar y centralizar los fondos documentales nacionales. Este panorama nos infiere que la actividad archivística ha transitado las dificultades sustentando su accionar en los conocimientos, experiencia, profesionalismo y compromiso de los funcionarios a quienes les ha correspondido la misión de conservar, organizar, resguardar y disponer oportunamente la información en físico, en las diversas dependencias administrativas del sector público; ésta es la base del ámbito que se intenta desarrollar en el presente punto; edificios inadecuados que los profesionales asumen con limitaciones de seguridad, ambiente; locales con capacidad no acorde a la masa documental que se intenta resguardar; personal con escasa preparación técnica en materia archivística; y un punto de gran importancia, la poca conciencia de las autoridades responsables de administrar las unidades de archivo, a los efectos de propiciar el adecuado funcionamiento y equipamiento de las mismas. CADIVI no escapa a esta realidad. La misma será analizada detalladamente en el diagnóstico, y en el punto referente a la conformación del Archivo General de CADIVI.       

2.6.3 - El Archivo General de CADIVI

Luego de establecida la Comisión de Administración de Divisas en su fase legal y administrativa, era necesaria la conformación de una Unidad de Archivo para garantizar el resguardo y organización de los expedientes. Dicha unidad inicia el 06-03-03, con el Sistema de Archivo del Rusad (SAR), con cinco funcionarios en el primer semestre, un Archivólogo como Jefe de la Unidad, un asistente y tres archivistas; aumenta a quince el número de funcionarios en el segundo semestre; veinticinco al segundo año; treinta y dos al cuarto año. En principio el Archivo General estuvo adscrito a la Gerencia de Bienes y Servicios (hasta agosto del 2003), y luego cambia la adscripción a la Gerencia de Recepción e Inspección (hasta la fecha actual).  

Es muy importante señalar que el comienzo de las funciones, actividades y operaciones del archivo, estuvieron enmarcadas en un ambiente de escepticismo (2002-2003) en cuanto a la intención de los usuarios para introducir las solicitudes a través del sistema, situación que se debió, entre otras cosas; al clima de agitación política que creó el paro petrolero; tendencia a la fuga de divisas; baja de las reservas internacionales. Lógicamente este panorama influyó de manera considerable en la estabilidad social, lo cual se reflejó en la escasa demanda de solicitudes a través del mecanismo del Registro de Usuarios del Sistema de Administración de Divisas (Rusad), y la consecuente escasa recepción por parte de la  Coordinación de Recepción (primer contacto con el expediente físico) y la Unidad de Archivo (destino final del expediente físico). El SAR comienza con el resguardo, préstamo, foliado, etiquetado, clasificación y ordenamiento de los primeros expedientes para finales de marzo y comienzos del mes de abril; ubicado en un primer momento en la planta baja del edificio de PDVSA Los Chaguaramos (actual Universidad Bolivariana) en un local con una dimensión de cincuenta (50) metros cuadrados aproximadamente, teniendo una capacidad de resguardo de cincuenta (50) metros lineales; inicialmente se recibieron expedientes de los sectores: Importación, Casos Especiales, Estudiantes, Venta de Divisas producto de las exportaciones; luego se incrementó el fondo documental con la recepción de expedientes de Deuda Externa, Líneas Aéreas, Seguros, Reaseguros e Inversiones Internacionales.  

Una vez resuelto el clima de agitación política y social, se experimentó un incremento en la recepción de expedientes que sobrepasó la capacidad de resguardo, apenas haber transcurrido seis meses de operatividad. Esta situación, además del anuncio de una mudanza de CADIVI a otra sede, obligó el traslado del archivo al edificio anexo en el piso tres (3), en un local con capacidad para setecientos (700) metros lineales. Esta capacidad solventó los problemas de recepción y resguardo, y permitió fortalecer los controles implementados en el inicio, pero no habiéndose realizado la mudanza, se agravó la situación de incapacidad del espacio en relación a la dinámica de recepción diaria. Esta realidad es una de las debilidades que se abordará en el punto, “Los Archivos en el Ámbito venezolano”, y que es una de las razones de la propuesta de esta investigación (tabla de temporalidad) para establecer un mecanismo que determine el tiempo y lugar de permanencia de los documentos del Archivo General de CADIVI, de acuerdo al ciclo vital que se los mismos cumplen en la institución, y de acuerdo a la valoración que se aplique a dichos documentos.

En la actualidad el nivel de recepción alcanza un promedio de  2800 a 3000 expedientes diarios, cifras tomadas del formato de recepción que es el instrumento de control utilizado por la unidad para registrar esta actividad, y ha alcanzado una capacidad de resguardo de 3000 metros lineales (en 501 estantes) dispuestos en la sede principal (Universidad Bolivariana), tramitándose en la actualidad dos locales, a través del Ministerio de Finanzas, de 350 metros cuadrados, cada uno factibles para la instalación de 600 estantes que permitirían un resguardo adicional de 3000 metros lineales. A pesar que desde un principio se le ha denominado Archivo General, y teniendo elaborado el cuadro de clasificación, es importante señalar que aún no se ha recibido la documentación producida por las diferentes gerencias, unidades y demás departamentos de la institución. Como hemos visto, la magnitud del fondo documental que se ha conformado desde el 2003, requiere no sólo de medidas administrativas que ayuden a afrontar los problemas que se presentan por la falta de un local acorde con la masa documental; es necesaria además la implementación de medidas técnicas y decisiones ajustadas a la legalidad vigente que refuercen la solución. Por último y luego de revisar el marco legal, la función de la institución y su marco teórico, podemos afirmar que el Archivo General de CADIVI es:   

· Administrativo y legal según su valor. 

· Público según su origen.
· Activo, semi-activo según su consulta (tomando en cuenta lo reciente de su creación).
· Administrativo según su contenido.           
2.6.3.1 - Normativas aplicables a la Administración Pública; relativas al Archivo General de CADIVI 
Toda la normativa considerada en este punto, tiene relación con el concepto de Procedimiento Administrativo; la conformación de expedientes; la generación de documentos; los lapsos de presentación de recaudos; los casos de tramitación de diversa índole; todas, variables que modifican la forma y el contenido del fondo documental en estudio. Se presenta  esta recopilación de manera jerárquica, con un criterio, de acuerdo a la adscripción administrativa, y a la naturaleza conceptual del Archivo General de CADIVI.   
· Constitución de la República Bolivariana de Venezuela / Gaceta Oficial Extraordinaria,  Nº 5453, 1999. A diferencia de la Constitución de 1961, la cual tenía un carácter programático en su aplicación, la Constitución de 1999 posee un carácter normativo en su aplicación. Las disposiciones y garantías de derechos establecidos no requieren, obligatoriamente, el sustento de una ley especial. Los derechos se asumen y reclaman de manera directa. Desde esta óptica debemos considerar los artículos que abordan a la información y a los documentos dentro del ámbito nacional, en el conjunto de relaciones que se dan en los diferentes entes de la Administración Publica; tales son los artículos 9, 28, 58, 99, 143.
· Ley Orgánica de la Contraloría General de la República / Gaceta Oficial Nº 37169 29-03-2001 / Gaceta Oficial Nº 37347 17-12-2001.  Es una ley de aplicación general en toda la administración pública debido a la función contralora que por naturaleza tiene; están contenidos artículos y disposiciones relativas al procedimiento administrativo (Título III, capítulo IV); en este particular se explica la forma y lapsos en la sustanciación de los expedientes a que hubiere lugar, en concordancia con la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos. Su consideración se basa en la potestad directa que ejerce en todos los entes de la Administración Pública.

· Ley Orgánica de la Administración Pública / Gaceta Oficial Nº 37305, 17-10-2001 / Gaceta Oficial, Nº 37963, 2004. Contiene el Título VII de los archivos y registros de la Administración Pública que establece la noción del Sistema Nacional de Archivo; se redimensionan las funciones del Archivo General de la Nación (artículo 144), con disposiciones para el tratamiento de la documentación administrativa e histórica; se determina el mecanismo de transferencia, así como el acceso y la consulta a los registros. La LOAP especifica que la elaboración de Tablas de retención, quedará establecida mediante reglamento (artículo 151). Esta ley contiene disposiciones actualizadas para la actividad archivística; sin embargo, no ha sido desarrollada por su reglamento.
· Decreto 368 con Rango y Fuerza de Ley Sobre Simplificación de Trámites Administrativos / Gaceta Oficial Nº 36845,  07-12-1999. Tanto en el objeto y disposiciones generales, como en sus principios y desarrollo de cada capítulo, esta ley refuerza directamente la concepción del marco teórico de esta investigación en cuanto es una actividad del sector publico, específicamente la tramitación dentro de la noción del procedimiento administrativo; su incidencia en la cantidad de recaudos a solicitar a los usuarios en las diferentes dependencias publicas, hacen de este instrumento una herramienta esencial para el control documental. Incluye en el capítulo III, la promoción de cursos de capacitación para funcionarios, considerado en el artículo 36, un área para la Conservación y destrucción de documentos.  
· Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos LOPA / Gaceta Oficial Extraordinaria, Nº 2818, 1981. (01-07-1981). Contiene disposiciones básicas que deben ser aplicadas  en las unidades de información del sector público. La unidad del expediente (artículo 31), la uniformidad de documentos  expedientes (artículo 32); la sección segunda del Capítulo 1 del Título tercero (del procedimiento administrativo) en la cual se consagran, la apertura y sustanciación de los expedientes en el procedimiento ordinario (artículos 1 al 59).

· Ley de Archivos Nacionales / Gaceta Oficial, Nº 21760 (13-07-1945). Es la ley especial vigente para la guarda, custodia, y procesamiento de los archivos en Venezuela; en ella se decreta la creación de Archivo General de la Nación, órgano encargado de custodiar los documentos históricos de la nación, y los expedientes de la Administración en General (artículo 4). En la misma ley se establece una Junta Superior de Archivo, la cual tiene entre sus múltiples funciones, la elaboración de los reglamentos de los archivos públicos, y al mismo tiempo,  inspeccionar su funcionamiento (artículo 8). Dada la fecha de su promulgación, muchas de sus disposiciones deben ser sometidas a revisión, no obstante, en esencia se sientan las bases del manejo de la documentación de los archivos públicos, teniendo como ente rector al Archivo General de la Nación. En esta ley no se establecen los lapsos de retención.

· Vademécum de Archivología / Normas de la Moral Archivera; capítulos1 al 10. Se establece la concepción ética que debe privar, de acuerdo a la visión de Mario Briceño Perozo, quien tiene una opinión de alto crédito y reconocimiento histórico dentro del acontecer archivístico.    

· Reglamento del Archivo del Ministerio de Finanzas / Gaceta Oficial Extraordinaria, Nº 5301, 1999.  Su consideración como fuente y como parte de análisis se basa en la adscripción administrativa de CADIVI con respecto al Ministerio de Finanzas; es importante señalar que los archivos de RECADI y la OTAC, están bajo la custodia del Ministerio de Finanzas. En este sentido, los procedimientos y normativas que se apliquen en estos archivos, son de referencia obligada en esta investigación. 
· Ley de Ilícitos Cambiarios / Gaceta Oficial, Nº 38272 (14-09-2005). La naturaleza de esta ley (tema cambiario) obliga a su estudio y consideración a los efectos de complementar esta investigación; además de la implicación ética y las sanciones que acarrea a los funcionarios quienes incurran en los delitos previstos.
· Ley Contra la Corrupción / Gaceta Oficial Nº 5637extraordinario, 07-04-2003. Esta ley deroga la Ley de Salvaguarda del Patrimonio Público, y en su Título IV se especifican y desglosan los delitos al patrimonio público: la utilización de información de carácter público para el beneficio particular o de terceros; el aprovechamiento del cargo para lograr alguna utilidad en detrimento de la institución; todas, acciones previstas como delito que se relacionan con la ética del funcionario público en el ejercicio de sus competencias.                  
· Normativa Interna de CADIVI. En este punto se recogen las providencias y reglamentos internos, a través de los cuales se norma la recepción de expedientes, y se unifican los procedimientos operativos y técnicos. En este sentido, las providencias explican y describen los recaudos para la presentación de las solicitudes de acuerdo a cada caso:

a) Decreto 2302 del 05-02-2003 (Creación de CADIVI).
b) Importación: Providencia 66.

c) Exportación: Providencia 71.

d) Casos Especiales: Providencia 12 

e) Estudiantes: Providencia 55.

f) Deuda: Providencia 58. 

g) Inversiones: Providencia 56. 

h) Seguros y Reaseguros: Providencia 49.

i)  Líneas Aéreas: Providencia 23. 

j) Manual de Normas y Procedimientos del Archivo General.    

· Ley Sobre Mensajes de Datos y Firmas Electrónicas / Gaceta Oficial, Nº 37148 (28-02-2001). Aplica en el ámbito tecnológico y de información, lo cual puede servir de sustento a cuantiosas operaciones y relaciones comerciales, legales, personales, o de cualquier otra índole donde intervengan personas naturales o jurídicas.

· Ley Especial Contra Delitos Informáticos / Gaceta Oficial, Nº 37313, (30-10-2001). Refuerza la protección de los sistemas con tecnología de  información, al igual que los sujetos susceptibles de daños producto de la mala utilización de dicha tecnología.

· Código de Procedimiento Civil – CPC (13-03-1987). En el Título V, artículo 928, instruye lo referente al foliado, duplicado de documentos, autenticación. En el Título Final, artículo 946, se refiere lo concerniente al período estipulado para la eliminación de expedientes y las condiciones para llevar a cabo esta acción.             
· Código de Comercio: Contiene la reforma del Código de Comercio / Gaceta Oficial Extraordinaria, Nº 475. En su artículo 44 se establece un período de retención de 10 años para los libros y asientos, al igual que para la correspondencia recibida y las cartas remitidas. Este artículo se basa en el hecho que, las solicitudes que ingresan a CADIVI son promovidas, en gran parte, por empresas que se desenvuelven bajo la regulación del Código de Comercio.
· Código Penal: Incluye Ley de Reforma Parcial del Código Penal (20-10-2000). Contiene consideraciones y disposiciones referentes a la acción directa del funcionamiento público en el ejercicio de sus funciones; Título III, Capítulos 3, 4; Título VI, Capítulos 2, 3.   

· Decreto 369, con rango y fuerza de ley Orgánica de la Administración Central. -- Caracas: Gaceta Oficia, Nº 36807, 1999.
2.7 -  Procedimiento y técnica archivística (definiciones)
Hay quienes consideran a los Archivos como depósitos donde los documentos pueden permanecer desorganizados, o considerados como unidades en las cuales no es necesario disponer recursos financieros, materiales y humanos para que sirvan de apoyo a los objetivos administrativos de las instituciones. Estas consideraciones desconocen por completo el desempeño de la actividad archivística, así como la importancia que tienen los archivos en las organizaciones modernas para que estas den  un adecuado uso a la información que manejan. 

En el sector público la información es un recurso estratégico y de Estado, por lo cual cobra mayor importancia la implementación de sistemas de control y organización para los fondos documentales; el Archivo General de CADIVI, conocida su adscripción y su objetivo administrativo, está sujeto como unidad operativa a los procedimientos y técnicas universales, ajustándose a la dinámica propia de la institución. De aquí se desprende la necesidad de conocer y diferenciar los procedimientos y técnicas que se desarrollan de acuerdo a la teoría de la materia de archivo, las cuales abordaremos para dar claridad a la estructuración  de nuestra propuesta de Tabla de Temporalidad.         

2.7.1 - Ciclo Vital de los Documentos
Antes de abordar lo relativo al ciclo vital que cumplen los documentos y la información en general dentro de las unidades de archivo, debemos diferenciar lo que se considera documento en su acepción cultural, y la definición de documento de archivo en su acepción administrativa y testimonial, lo que, autores como Emilia Currás han considerado, como “…es el soporte tangible que transporta una idea  y cuyo carácter es probatorio y además hay un componente de entorno histórico”
. En cuanto a la etimología proviene del latín docere, que significa pequeña enseñanza. Creemos que es una acepción cultural toda vez que bajo esta definición cualquier soporte material pudiera considerarse como un documento; traemos una cita que denota la amplitud que pudiera atribuirse al término documento, extraída del Vademécum de Archivología “…Para un historiógrafo (…), documentos se han de entender todas las obras del pasado que puedan ser evocadas (…) en los signos de escritura, en las notaciones musicales, en las pinturas, esculturas y arquitecturas”
. Esta definición responde a un sentido muy amplio, que contrastado con la concepción que tiene un paleógrafo o archivólogo, resultaría que el documento es “…supervivencia escrita que perpetúa los hechos de la naturaleza estrictamente jurídica”
. Esta última definición nos acerca a  lo que significa documento, toda vez que estamos integrando una serie de elementos que no están presentes en la primera definición. El documento de archivo implica tener bien claro ¿Quién o Qué ente lo produjo?; ¿qué valor e intención inicial lo produjo?; ¿a cuál trámite obedece?; ¿en qué lapsos puede ubicarse la vigencia de su tramitación?; cual otro valor, aparte del valor inicial, puede generarse. El corte de un árbol refleja una serie de conocimientos acerca de la edad del mismo, que permiten afirmar la presencia de un soporte material, y el registro de un tipo de información de interés para una parte de la ciencia; sin embargo, el proceso de gestación y producción del árbol no implicó una tramitación, ni la gestión conciente de una entidad; en el documento de archivo la conciencia de un trámite, el valor testimonial de una gestión, su posterior valor probatorio y legal le dan características especiales desde el punto de vista documental que separan ambas definiciones. Por último, se tomará la definición que refleja la Ley del Patrimonio Histórico Español del 29 de Junio de 1985, donde se dice que un documento es “…toda expresión en lenguaje natural o convencional y cualquier otra expresión gráfica, sonora, o en imagen, recogidas en cualquier tipo de soporte material, incluso los soportes in- formáticos”
. 
Establecida la diferencia, se determina que el documento de archivo cubre un ciclo que abarca desde su gestación, hasta su conservación permanente o su eliminación. Sin embargo, no todos son eliminados, ya que algunos son transferidos a archivos históricos o aquellos que conservan documentos de carácter permanente. En ese sentido, se presentan las fases que se consideran deben  cumplirse en el ciclo vital de los documentos.
Primera fase

Se establece una primera (Fase Pre-archivística) en la que se encuentra el documento antes de su archivado, cumpliendo determinada función y susceptible de ser interpretado, ordenado y clasificado; se inicia la recolección de documentos que conforman una pieza documental y se da el momento durante el cual se produce el documento, y el momento de trámite que abarca el lapso de duración de la gestión que él implica. En esta Fase “…se incluye (…) la acción administrativa o jurídica que se pretende con un documento de archivo”
. Valdría agregar que el tipo de archivo donde se lleva a cabo la operatividad de esta Fase es el Archivo de Gestión. 
Segunda fase

Consiste en una Fase Administrativa que comprende el período en el cual el documento es de interés para la administración de la persona natural o jurídica que lo creó; en ella se valora el soporte que determina su conservación permanente o su eliminación. Integran esta fase la Vigencia que comprende el lapso en el cual se cumple lo que el contenido del soporte señala, y el Plazo Precaucional en el que se concede tanto al otorgante como al destinatario, la alternativa de revisar algún aspecto del documento “…Tan pronto como la documentación deje de ser utilizada con frecuencia (…) las oficinas la remiten al archivo. Esta es una etapa de concentración de los documentos”
. Un recurso puede hacer que se analice o revise algún documento y se regrese a la fase anterior. El tipo de archivo que se desarrolla en esta fase, es el Archivo Administrativo. 

Tercera fase
Cruz Mundet ubica una fase anterior a la histórica, definiéndola como intermedia, donde aplica la definición de Archivo Intermedio, entendiendo que “…Ahora la documentación ha perdido (…) la utilidad para la cual había sido creada: la gestión”
. Se procede a la valoración, selección y expurgo, a los efectos de conservar lo pertinente. 

Cuarta fase
A partir de este momento la documentación se conserva a perpetuidad. Se da de esta manera una Fase Histórica, donde se aplican criterios de conservación permanente para los documentos, luego de su respectiva evaluación. En ella se toma en cuenta la importancia y el aporte de su contenido para la trayectoria de la institución o de los hechos relevantes en los cuales el documento es testimonio histórico. En CADIVI, por lo reciente de su creación (tres años y ocho meses) están en desarrollo las fases primera y segunda (tramitación, vigencia). En cuanto al plazo precaucional, cabe destacar su importancia a la hora de la elaboración de la tabla de temporalidad, ya que con este procedimiento se previene la posibilidad que un expediente tenga alguna utilidad administrativa, luego de prescrito el valor primario de los documentos.      

2.7.2 – Actividades u Operaciones Archivísticas.
En la teoría archivística no está establecida, a través de la bibliografía, la concepción que agrupe los procedimientos y actividades que se llevan a cabo en las Unidades de Archivo. No obstante, es conocido en el universo archivístico, en la práctica profesional y académica, el término “Operaciones Archivísticas”. Este concepto coincide con la planificación de la cátedra de Archivología de la Universidad Central de Venezuela, en la cual se establece el tema de las operaciones archivísticas como parte del ciclo vital de los documentos, y como actividades universales propias de la teoría de la Archivología. 
En base a estas consideraciones, desde el inicio del presente trabajo, se han manejado los términos actividades y funciones archivísticas, asociados al término “Operaciones Archivísticas”. En la obra de Cruz Mundet “Manual de Archivística”, son tratados como capítulos aparte; el expurgo, valoración y selección (capítulo 9); clasificación y ordenación (capítulo 10); descripción (capítulo 11); y una opinión de A. Ricks, avala la utilización del término producción “…la gestión de documentos se extiende (…), desde su producción hasta su eliminación”
. El diagnóstico realizado al Archivo General de CADIVI, indica que se aplican como actividades u operaciones: producción toda vez que se producen y reciben documentos cuantitativa y cualitativamente de manera importante; clasificación de solicitudes de divisas por casos; ordenación cronológica y numérica; selección de solicitudes con valor transitorio; traslado de solicitudes al archivo semiactivo. La descripción no se ha aplicado como operación; en cuanto a la valoración, selección y el expurgo serán analizados como concepto en el punto inmediato, toda vez que son las definiciones que fundamentan nuestra propuesta de Tabla de Temporalidad. 

2.7.2.1 - La valoración
La valoración considerada recientemente en la cátedra de Selección y Expurgo de la Escuela de Bibliotecología y Archivología de la Universidad Central de Venezuela, y aplicable en función de los procesos de depuración de un fondo documental, es quizás la actividad más importante, y su noción se desprende “…de un término griego: AXIOS que significa valioso, digno de estima”
. El documento en expediente es reflejo de un acto administrativo y este es testimonio de un acto (realizada o no la acción), “…aquí se inicia la Valoración Documental, porque aquí se delimitan los tiempos en que el expediente va a ser testimonio para la dependencia”
. Uno de los momentos más importantes para el tema de la valoración documental fue el siglo XVII, en el que apareció la archivística como disciplina; con los métodos para analizar documentos se origina la diplomática, paleografía y la archivística. El impulso de los jesuitas Bolland, Papenbroch; de los benedictinos Jean – Luc D`Achery y Mabillón, propició una revolución en la crítica del documento. A partir de la década de los cuarenta, se dió especial importancia  a la valoración como respuesta al fenómeno de producción desmedida de documentos, sobre todo en el sector público; igualmente “…se definió claramente la diferenciación entre archivos administrativos y archivos históricos”
. Es muy importante tomar en cuenta que la valoración tiene una relación directa con esta investigación, ya que el fin de la propuesta es establecer un mecanismo normativo que libere de manera controlada y sistemática los espacios, y permita determinar la conservación de  los documentos de acuerdo a la vigencia, utilidad y frecuencia de consulta, toda vez que el Archivo General está considerado como de gran magnitud en virtud de la recepción diaria, semanal, mensual y anual.  De la valoración Cruz Mundet nos dice “…es la fase del (…) expurgo destinada a descubrir, apreciar, los valores inherentes a los documentos y su gradación”
. En el sector público esta  actividad requiere de una legalidad mínima; “…esto se suele hacer contemplándolas en la legislación archivística”
. Como se ha podido corroborar, la valoración es un elemento constante en los archivos, evolucionando a un nuevo enfoque que depende de la función vital de los documentos en las instituciones. De esta forma se comenzó a hablar de valores primarios y secundarios lo cual abordaremos en el punto siguiente.  

2.7.2.1.1 - La Valoración como Sistema
Otorgándole un alto nivel importancia administrativa y operativa a la valoración archivística, resaltamos lo que dice Elena Rivas Palá, Directora del Archivo Municipal de Zaragoza, quien en su artículo “Valoración y Selección en un sistema archivístico”, tomado del cuaderno Legajos Nº 10, dice: la valoración es “…Estudio y análisis de las características históricas, administrativas, jurídicas, fiscales e informativas de la documentación”
. Esta visión hace de la valoración, más que un proceso, un sistema integral para la toma de decisiones en la disposición, selección, eliminación, expurgo y destrucción; al hablar de sistema, cada uno de estos conceptos, que pudieran ser tomados como operaciones y procesos específicos, se agrupan en un gran proceso analítico que garantice el destino correcto de la documentación. Al revisar la evolución de la valoración, descubrimos que han existido cinco tendencias; el artículo de Rivas Palá describe claramente estas tendencias, presentando como punto de partida la tesis alemana, donde “…Se ha puesto el acento a la conservación a largo plazo y el interés histórico y patrimonial. La importancia del organismo productor (…) y la necesidad de dar testimonio de todas las actividades del conjunto de la sociedad”
. He aquí una visión de interés social; en Inglaterra, tomando los estudios de Carol Couture, se trabajó el concepto de “…Valorar para eliminar, desde la óptica de la administración (…) no de la conservación del patrimonio”
; en Estados Unidos, la tendencia se interesó en establecer criterios para la valoración considerando la mayor cantidad de variables; para los años 90, en Canadá se desarrollo la teoría de la Macrovaloración (Cook), donde se da importancia al organismo creador. En este sentido, el archivero tiene la responsabilidad de valorar, y además, “…construir la historia a través de lo que conservan”
; para esta teoría “…El foco es el contexto funcional en el que se crean los documentos,(…) A ello se llega por un análisis de la organización; de sus funciones y de la interacción de esta con la sociedad”
. Como vemos es un concepto integral que forma parte de la evolución de este procedimiento; por último, España, presenta constancia de autorizaciones para el expurgo a finales del siglo XIX, al igual que se conocen destrucciones de documentos después de la guerra civil “…Mantilla en los años 50 y Crespo y Pescador en los años 70 plantean la cuestión”
. En los 80 se evidencia a preocupación por la valoración “…La Ley del Patrimonio Histórico Español  del año 1986 (…), estableciendo las comisiones calificadoras”
.  Finalmente, las jornadas del Ministerio de Cultura en 1991, ponen de manifiesto la importancia de la valoración en la archivística española. El establecimiento de un sistema dependerá entre otros factores, de las características específicas de la organización y del archivo, de sus medios, de su capacidad operativa, teniendo como fundamental un respaldo normativo. De allí se desprenderán funciones específicas, para lo cual se mencionan; el análisis al órgano productor; estudio de las series; elaboración de instrucciones y recomendaciones; asegurar la colaboración de las unidades administrativas “…A  partir de la valoración se definirán los plazos de transferencia entre los diferentes archivos del sistema. Los plazos de selección (si no son de conservación permanente), las condiciones del expurgo y del muestreo (…) y los plazos y características del acceso”
. La fuente base que se tomó para abordar la valoración (Rivas Palá) como un sistema, nos brinda un proceso amplio blindado en todas sus fases con un objetivo muy claro “…recoger, conservar, organizar y poner al servicio de los ciudadanos (…) la documentación tanto generada como recibida”
. Esta parte del proceso está delimitada y bien definida; igualmente se describen los principios, teniendo al valor primario y secundario como elementos de consideración universal aceptados por la archivística, luego el valor testimonial “que los archivos testimonien el conjunto de las actividades de la sociedad”
. Por último, se refiere el tratado que se hace de los criterios establecidos por: el Ministerio de la Cultura, la Generalitat de Cataluña y el Ayuntamiento de Zaragoza “…Se puede establecer una fecha de tal manera que los documentos anteriores a ella no sean objeto de valoración”   
, en cuanto a la identificación “…los documentos de archivo que no estén identificados y estudiados no pueden entrar en el sistema de valoración”
, delimita la valoración a “…se realiza sobre documentos de archivo, no sobre documentos de apoyo informativo”
, en relación al momento para valorar “…se realiza en las fases previas al ingreso en los archivos históricos”
.
Al analizar los planteamientos que dan a la valoración un nivel de sistema, vemos como cambia la noción parcializada, en cuanto a pensar este procedimiento como una operación específica, o una fase simple para la toma de decisión en la desincorporación; valorar como un sistema implica la revisión integral del proceso, y del propio sistema de archivo; dando importancia a cada elemento que conforma el Fondo Documental; son importantes los documentos, sus características internas, externas; su ciclo vital, su identificación y delimitación dentro del mismo. Estas consideraciones tienen vigencia universal, y son parte de la evolución de la archivística.                               
 

2.7.2.1.2 - Valor de los documentos: primario y secundario
Existe una gran cantidad de papeles con valores y funciones diversas; Schellenberg plantea dos alternativas en materia de valoración “…realizar el trabajo, que no es fácil ni barato; o adoptar una postura nihilista, es decir, destruir todo lo que se haya creado”
. Es importante destacar que el valor de los documentos debe atender a su vigencia, su función, y su guarda precaucional. De esta forma, los valores primarios no son más importantes que los secundarios. Ambos son valores existentes, positivos, verdaderos, que coexisten en los expedientes “…Bajo esta premisa se puede hablar de valores primarios o inmediatos y valores secundarios o mediatos”
. El valor primario de un documento se refiere a que “…desde su nacimiento tiene como principal objetivo servir de garantía o de prueba de algo y el que denominamos también valor administrativo o valor legal, es decir, sirve como testimonio”
. El valor secundario de un documento lo reconocemos cuando “…los derechos y las obligaciones garantizados por los testimonios escritos prescriben. El documento ha cumplido ya su proceso vital en el aspecto administrativo, ha dejado de ser activo”
. Ahora se transpone su valor como fuente histórica. Estos criterios determinan que el documento tiene un valor primario (administrativo) y secundario (histórico). Pueden existir, igualmente, documentos que informan acerca del proceso de gestión administrativa para la cual fueron creados, pero que per se  contienen desde su gestación el valor secundario debido a que su contenido es trascendental para la institución y constituye un patrimonio histórico e investigativo.

2.7.2.1.3 -  La Junta Evaluadora
La acción de valorar, en términos humanos, tiene un componente subjetivo que en el ámbito de aplicación de la Archivología es “…una operación de juicio y, por lo tanto, es necesariamente más o menos subjetiva”
. La responsabilidad de este procedimiento no debe dejarse en manos de una sola persona, toda vez que el resultado de dicho procedimiento implica la eliminación o resguardo definitivo de los documentos. En virtud de esto, se hace indispensable la creación de equipos multidisciplinarios, que apoyen la labor del archivólogo en el momento de tomar la decisión de disponer el destino de los documentos. A este respecto Mundet nos dice que  “…La comisión de expertos se constituye como un grupo de estudio del que forman parte representantes de la entidad que ha generado los documentos”
, el mismo autor refuerza a un más la idea cuando nos refiere “…Al estar presentes todos los (…) interesados en el proceso documental: creadores, juristas, usuarios y gestores, (…) se obtienen las máximas garantías de que el resultado se acerque al ideal objetivo”
. Estas apreciaciones de Cruz Mundet, aunque no identifican el concepto literal de lo que significa la Junta Evaluadora, la describen en su operatividad y esencia como un factor de garantía en la desincorporación de documentos; de la tesis de Rincones López, extraemos como definición “…una reunión de especialistas, que en conocimiento de todo flujo documental de la empresa determinan los valores de los documentos”
. 
Son claras las apreciaciones para determinar el objetivo e importancia de la  Junta Evaluadora, como refuerzo y apoyo a la actividad archivística en su fase final: este grupo debe estar conformado según la teoría, por un historiador, un abogado, y con la participación del jefe del archivo como intermediario, quien presenta el inventario que estará  sujeto a la evaluación. La dinámica actual de las instituciones sugiere que la conformación de esta junta incluya una representación de la jerarquía funcional y organizacional, con lo cual se garantizaría la efectividad, la veracidad y la legalidad del procedimiento.
2.7.2.2 - La selección

La selección complementa, junto a la valoración y el expurgo,  el cuadro de operaciones vinculadas a la propuesta de esta investigación, a los fines de implementar un procedimiento de desincorporación que ayude de manera normalizada, a administrar los espacios disponibles para el resguardo de los expedientes y a determinar “…los plazos de tiempo límites para su conservación o destrucción”
. Para este punto se definirán algunos términos y acepciones análogas a la selección, debido a que puede aplicarse en colecciones bibliográficas con el criterio de… “seleccionar para racionalmente desarrollar una colección que permita atender mejor con menor costo”
. 

A través de este criterio bibliográfico nos encontramos que “Seleccionar es (…) comparar (…) el valor de los materiales en forma individual”
; otra definición que guarda relación en cuanto al tiempo y utilidad,  es el descarte, el cual aparece fundamentado en la tesis de Amaro P. María “…retirar del fondo de una unidad (…) los documentos que no se corresponden con la misión”
; de este trabajo igualmente se relaciona el siguiente planteamiento “…deben evaluarse las colecciones (…), de manera que se puedan identificar ciertos títulos que deben ser retirados (…) una vez que han superado su utilidad”
. Es importante reiterar la relación que existe entre la valoración, selección y expurgo, y tener muy en cuenta dos de los objetivos a cubrir en la dinámica de esta relación, los cuales son: el control desmedido del crecimiento de los fondos documentales, y la utilización adecuada del espacio; en la tesis de Liz Betancourt se refleja claramente la importancia de esta idea “…la implementación de políticas de selección (…) en la URPD,(…) permitiría: utilizar mejor el espacio (…) y mobiliario”
. Como se ha estado mencionando en la investigación, la cantidad de solicitudes que se reciben a diario en el corto tiempo de funcionamiento de CADIVI, permite proyectar para la institución, un archivo de grandes dimensiones, lo que da a la propuesta presentada un carácter de factibilidad, y hace imperativa la aplicación de la valoración, selección y expurgo.

Podría pensarse que entre la valoración y la selección no existen diferencias, pero entre ambas, hay una definición conceptual que nos permite inferir que la valoración forma parte del criterio subjetivo e individual de quien realiza la actividad “…Valorar una documentación implica un compromiso, un actitud de respeto, de admiración porque el documento (…) es parte de mi ser, de mi tradición familiar, de mi identidad nacional”
; y en cuanto a la selección se puede afirmar que es una decisión fundamentada en lo que estableció la valoración (carácter objetivo). En ambas operaciones se acciona bajo la responsabilidad y compromiso de decidir sobre un material de importancia patrimonial; de allí el papel del profesional, y de allí la trascendencia de la Archivología. Una limitación de la selección en su concepción  “…sostenía que todos los papeles son importantes en principio”
. La archivística no implementó un trabajo sistemático de selección documental, lo que trajo como consecuencia la proliferación de archivos con fondos cuyo crecimiento ha sido desmedido; igualmente se acentuó la conservación íntegra del patrimonio documental, postura que ha llevado a una conservación de todo tipo de documentos. La selección vino a cambiar esta mentalidad y se convirtió en una de las propuestas más importantes en la archivística actual.

2.7.2.3 - El expurgo

Esta actividad y operación archivística puede considerarse como la última fase en la que se decide la eliminación física de los expedientes, y está referida al mecanismo práctico por medio del cual se destruirán o incinerarán los documentos que previamente han sido valorados y seleccionados “…Significa destruir documentos bajo una norma específica (…) que (…) no merecen ser conservados permanentemente”
. El fundamento legal para asumir la eliminación es un factor muy importante a considerar a tal fin, debido al riesgo y responsabilidad que representa la aplicación de esta actividad, ya que, una vez eliminado un documento “…no existe recuperación posible”
, en este sentido, es importante tener claro el plazo precaucional, y tiene como objetivo no desaparecer series completas; se debe dejar constancia de lo cotidiano adicional a los documentos evidentes y los evaluados por su importancia en el contenido. El origen del expurgo “…se encuentra en dos tradiciones europeas, la británica y la alemana”
. En Gran Bretaña la Public Office Act de 1877 autorizaba a destruir los posteriores  a 1715 que no tuvieran valor para su uso legal, histórico; en Alemania los cuadros de expurgo se desarrollaron desde 1832. La valoración, selección y expurgo al ser aplicados como procedimientos administrativos en la Administración Pública, están sujetos a determinados requisitos legales que garanticen la conservación de los documentos constitutivos del Patrimonio Histórico Documental.           

2.7.2.3.1 - Temporalidad y Disposición Documental

El origen de las tablas de disposición de documentos se puede ubicar en las Cédulas Dispositivas, que según Teodoro Schellemberg “…durante algún tiempo, en varios países se ha seguido el procedimiento de producir cédulas para efectuar la destrucción de los documentos públicos”
. En Inglaterra, el Master of the Rolls (Archivero Mayor) fue facultado por la Public Record Act (Ley de Registros o documentos Públicos) de 1877 para “…hacer los reglamentos relacionados a la disposición y destrucción o para cualquier otro uso de los documentos que estuvieran depositados o fueran trasladados a la Public Record Office, y que no tuvieran la importancia suficiente para justificar su conservación en dicha oficina”
. Se pidió al Archivero Mayor “…que preparara una Cédula para los documentos que se proponía destruir, conteniendo una lista de los mismos o de la clase de documentos que tuvieran una naturaleza similar y sobre ciertas particularidades como sobre su carácter y contenido estimado para poder facilitar a las Cámaras del Parlamento que juzgaran esa medida sobre la disposición o destrucción de tales documentos”
. Las normas hacían necesario el nombramiento de funcionarios para proyectar las cédulas de destrucción, para que tomaran las debidas precauciones al no incluir en las cédulas cualquier documento que “…razonablemente pudiera ser considerado tener algún empleo o interés legal, histórico, genealógico o anticuario, o que pudiera proporcionar alguna información que no se encontrara en otra parte”
.
En Venezuela la falta de una estructura legal ha hecho que por analogía se apliquen los diferentes artículos de leyes y reglamentos que atañen a la conservación y eliminación de documentos, y por ende que no se haya generalizado el uso de la tabla de temporalidad y disposición de documentos. La Ley de Archivos Nacionales cuya vigencia data de 1945, no contempla la disposición para la eliminación de documentos. Temporal lo definimos como “…relativo al tiempo,  que sólo dura por algún tiempo, que pasa con el tiempo, opuesto a lo perpetuo,  a lo eterno”
. Temporalidad viene a ser “…la calidad de temporal que tienen algunas cosas, de lo que es o fue en el tiempo”
. Disposición comprende “…todas las acciones que se toman con respecto al destino final de los documentos, puede ser transferencia, preservación temporal, conservación permanente o su destrucción final”
.
2.7.2.3.2 -  Tabla de Temporalidad y Disposición de Documentos

La tabla de temporalidad y disposición de documentos constituye el resultado final del proceso de valoración y selección documental. Es un instrumento que describe las series documentales sobre las que se han de aplicarse los valores resultantes de las disposiciones legales para la conservación de los documentos pertenecientes a un archivo; se presenta en un cuadro “…En ellos se especifica el destino concedido a cada serie, cuáles serán conservadas íntegramente, cuáles seleccionadas, en qué plazos de tiempo, cuál ha de ser el tipo de selección aplicable y la dimensión o porcentaje retenido”
. Las tablas de temporalidad que cubren toda la producción documental de una administración o la “…de un grupo de administraciones análogas se denominan cuadros o tablas integrales, en caso contrario cuadros o tablas parciales”
. Para el desarrollo de esta investigación se tomó como referencia la experiencia descrita en las tesis de grado de la Escuela de Bibliotecología y Archivología de la Universidad Central de Venezuela  relacionadas con los temas de selección y disposición documental realizada por Dámaris Mujica para la empresa Tecnoconsult S.A. en 1999, y Jesús Primera para el Archivo de la Oriental de Seguros; las tablas de temporalidad y disposición de documentos realizadas por Rosa Hidalgo Correa para el Archivo General de la Universidad Experimental Simón Rodríguez en 1997; la experiencia de la profesora de la Escuela de Bibliotecología y Archivología, María Luisa Herrera de Weishaar como integrante de la Junta Evaluadora para el estudio de los Expedientes Desincorporados del Circuito Judicial, perteneciente al Consejo de la Judicatura. Estos trabajos se convirtieron en punto de partida y de apoyo para la investigación del tema de las tablas de temporalidad y disposición de documentos, permitiendo ampliar el aspecto de las operaciones archivísticas, lo cual suministra al archivólogo un instrumento para el control de la producción, la selección y el expurgo, ajustado a la legalidad vigente.

CAPÍTULO III

MARCO METODOLÓGICO
3.1 - Nivel de la investigación
Ante la inexistencia de un procedimiento que normalice las actividades de desincorporación, expurgo, eliminación, ajustado a la dinámica archivística y a una legalidad que aplique a los expedientes del Archivo General de CADIVI, se planteó un nivel de Investigación Descriptiva con un proyecto factible, representado en una Tabla de Temporalidad o Disposición Documental. El desarrollo de los objetivos nos presentó el detalle de la realidad a través de un diagnóstico e inventario, que se efectuó a una muestra representativa de los expedientes del Archivo General, a través de lo cual se identificaron las series para luego valorarlas. 
Del mismo modo, para reforzar el diagnóstico, se tomaron las providencias que rigen la legalidad de la presentación de los recaudos que deben acompañar a las solicitudes de divisas, y la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos; posteriormente, y aplicando la selección como operación, se pudo estructurar la Tabla de Temporalidad con todos sus elementos: vigencia, uso, normativa, tradición documental y flujo documental. Igualmente, se realizó un análisis a las leyes y normas que se relacionan con el tema de la investigación, tomando como referencia el desarrollo de las operaciones de valoración, selección, expurgo, dentro del ámbito de la Administración Pública Venezolana. 
En este sentido, se describió cada elemento del problema y el espacio en el cual ha evolucionado. Para la toma de decisión de desincorporar los documentos de las solicitudes de divisas, y la necesidad de aplicar lineamientos que mejoren la operatividad, se presentó un proyecto factible delimitado con la posibilidad real de solucionar los problemas planteados. Es por ello que se realizó una investigación de campo dirigida al sistema existente, y a los documentos cuya vigencia se determinó en el desarrollo de este trabajo. 
3.2 - Diseño de la Investigación
Se estableció un diseño de campo que permitió relacionar el problema que se planteó, con la realidad y los conocimientos en los cuales se enmarca la teoría del Capítulo II. En este sentido, no se establecieron hipótesis como desarrollo experimental, más sí se identificaron variables como: la vigencia documental; procedimiento administrativo en el ámbito público; retención documental, disposición documenetal. A través de estas variables se describió la situación y se analizó la incidencia en el tiempo y espacio delimitado por la investigación. El desarrollo de los objetivos nos infiere la ejecución e incorporación de un diseño de campo y documental; de campo en vista que se observaron, recolectaron y analizaron datos de una población y muestra determinada a los expedientes del Archivo General de CADIVI, para luego analizar los resultados y finalmente presentar las conclusiones; y documental porque se investigaron fuentes documentales que permitieron analizar el problema planteado y ampliar conocimientos para el desarrollo pleno del trabajo. 
3.3 – Población
La población objeto de esta investigación estará representada por los expedientes de solicitudes de divisas contenidas en las ocho (8) áreas del Archivo General de la Comisión de Administración de Divisas (CADIVI), que se han recibido entre el año 2003 y el 2006.
3.4 - Muestra
Para el análisis y diagnóstico se tomará una muestra a un 40% de los expedientes de solicitudes de divisas y a las comunicaciones producidas por las Gerencias de CADIVI que se encuentra en la Unidad de Archivo General; la muestra se limitará a las solicitudes con status de liquidadas.   
3.5 - Instrumentos de recolección de datos 

Para la obtención de los datos específicos, se aplicó una prueba piloto a documentos duplicados y fotocopias irrelevantes. Además, se realizó un diagnóstico utilizando como instrumento una Guía de Observación (anexo 1), en la cual se vaciaron los datos de las áreas de resguardo, tipologías, condiciones ambientales, recepción por rubros (2003 / 2006), crecimiento de la recepción, rubros de mayor recepción, resguardo en metros cuadrados, resguardo en metros lineales, mobiliario (estantería adquirida), resguardo inadecuado; esta información se tomó de los documentos, del estado del mobiliario y la conservación general del fondo en cuestión, a través de una observación directa en las áreas de resguardo y a los procesos que se ejecutan en el desarrollo de las actividades archivísticas. Igualmente, el diagnóstico permitió evaluar, en relación a la cantidad de expedientes recibidos, los espacios y mobiliario necesarios para custodiar el fondo documental, así como proyectar la cantidad que se requerirá de no aplicarse un plan de retención y disposición de documentos. También sirvieron de soporte a esta investigación, el reporte estadístico de recepción de solicitudes para el 2003 y el 2006 (anexo 2) suministrado por la Coordinación de Recepción; las providencias internas, las fuentes relativas a la materia, estadísticas de recepción interna, y el Sistema Intranet (anexo 3), el cual es la herramienta electrónica con que cuentan los usuarios del Sistema para verificar la ruta de las solicitudes que ingresan al mismo.
3.6 - Procesamiento y análisis de datos
Como resultado preliminar de la aplicación de la prueba piloto de expurgo a una muestra 5.600 de expedientes de solvencias, concretamente a las copias de cartas de notificación, y duplicados de las solvencias del 2003 y  2004; igualmente seis (6) estantes equivalentes a treinta (30) metros lineales, se determinó la efectividad del expurgo en el cálculo y aprovechamiento del espacio y del mobiliario; y a través de los demás instrumentos utilizados se obtuvieron los resultados para: las áreas de resguardo en cuanto a sus capacidades; tipologías documentales y porcentajes de recepción de cada una de ellas; valoración  de los documentos a ser considerados en el proceso de desincorporación; condiciones ambientales. El tratado estadístico permitió tener una visión clara de la situación, y una dimensión real de la propuesta en términos de factibilidad. La información que se obtuvo refleja la desproporción entre la cantidad de recepción y la capacidad de resguardo; su crecimiento a lo largo de los períodos en estudio (2003-2006), y el incremento tanto en metros cuadrados, como en metros lineales. Con la aplicación  de  los  instrumentos  mencionados, se desglosa  el análisis  a  través de: el (Cuadro 4), comparativo, donde se recogen los resultados de la prueba piloto de expurgo; el (cuadro 5) con las áreas de resguardo resultantes; el (Cuadro 6) con la descripción de las tipologías; el (Cuadro 7) para la descripción de las condiciones ambientales; (Cuadro 8) donde se recoge la estadística de recepción, por casos y por años, entre el 2003 y el 2006; el (Gráfico 1) que refleja la cantidad de solicitudes recibidas, por años, entre el 2003 y el 2006, y la curva que permite comparar cada período; el (Gráfico 2) que presenta la barra de crecimiento por casos, y los rubros más importantes en cuanto al porcentaje que ocupan en el Fondo Documental del Archivo General de CADIVI; el (Gráfico 3) para indicar la capacidad en metros cuadrados; el (Gráfico 4) para indicar la capacidad en metros lineales; el (Gráfico 5) donde se determina la cantidad de estantes adquiridos desde el 2003 al 2006, e igualmente se pueden apreciar las limitaciones de resguardo que se derivan de la adquisición de estantería; el (Cuadro 9) para identificar las áreas que se han utilizado como Resguardo Inadecuado, con los metros lineales respectivos. En virtud de lo expuesto se presentan a continuación cada uno de los instrumentos mencionados, con sus respectivos análisis dentro del período 2003 – 2006:      

3.6.1 - Prueba piloto de expurgo (Cuadro / comparativo)

Para el desarrollo de esta prueba piloto se seleccionó un grupo de 5 archivistas que ingresaron en el 2003, que aplicaron el procedimiento a los expedientes de registro, y específicamente a los documentos representados por: 
· Duplicados del formato de registro.

· Fotocopias y duplicados de las cartas de exposición de motivos.

· Duplicado del E-mail de notificación.

· Duplicado de la factura proforma.

· Duplicado de Solvencias.

Nota: Esta prueba piloto fue propuesta a la Gerencia de Recepción e Inspecciones, para determinar la efectividad del expurgo como procedimiento. Se eliminó documentación duplicada; y en ningún caso la original. En el cuadro subsiguiente describe el volumen inicial que se refiere a los estantes, expedientes y metros lineales sobre los cuales se aplicó la prueba; además del personal y tiempo utilizados, con los resultados obtenidos que se reflejan en el volumen resultante (cuadro 4):
Cuadro 4
CUADRO COMPARATIVO

	Volumen  inicial
	Volumen  resultante

	Expedientes 
	18.000 (carpetas)
	Expedientes
	9.000 (carpetas)

	Estantes
	6 estantes ocupados
	Estantes
	Se lograron desocupar 3 estantes

	Metros lineales
	30 metros ocupados
	Metros lineales
	16 metros habilitados

	Personal
	5 funcionarios
	Personal
	5 funcionarios

	Tiempo utilizado
	Inicio el 30-03-06
	Tiempo utilizado
	5 semanas


Como resultante del expurgo se obtuvieron los siguientes materiales reutilizables: 

· 24 cajas con hojas blancas y separadores.

· Se eliminaron 39.830 documentos fotocopiados, duplicados.

· Se contabilizaron 12.160  carpetas vacías y tres cajas de ganchos.
3.6.2 – Áreas de resguardo (medición y capacidades)  

Cuadro 5
	ÁREAS
	Metros cuadrados
	Metros lineales
	Estantes

	Área 1
	84,53
	444
	81

	Área 2
	82,08
	220
	51

	Área 3
	180
	755
	154

	Área 4
	85,57
	350
	80

	Área 5
	82,08
	350
	78

	Área 6
	48
	330
	61

	Área 7
	700
	            3.000

	600

	Total
	1262,26
	5.449
	1.105


a) Los 5.449 metros lineales, del total de las áreas de resguardo, describen un archivo de magnitudes y dimensiones atípicas, con un crecimiento acelerado tomando en cuenta que apenas se ha desarrollado en 4 años y 7 meses.

b) Se evidencia, en las 7 áreas de resguardo, la no concreción de un área que unifique la operatividad de las actividades.

c) La suma de la estantería (1105 estantes), al multiplicarla por un mínimo de 5 entrepaños, resultan 5.525 metros lineales. 
3.6.3 – Casos y Tipologías 

Cuadro 6
	CASOS
	TIPOS
	TIPOS
	TIPOS
	TIPOS

	Casos Especiales
	Solicitud
	
	
	

	Deuda
	Registro aprobado –liquidado
	Registro negado
	Solicitud  aprobada –liquidada
	Solicitud 

Negada

	Estudiantes
	Solicitud
	
	
	

	Exportaciones
	Registro aprobado - 
Liquidado
	Registro negado
	Solicitud  

Negada
	

	Importaciones
	Registro aprobado -
Liquidado
	Registro negado
	Solicitud

Negada
	Cierre

	Inversiones Internacionales
	Registro aprobado -
Liquidado
	Registro negado
	Solicitud aprobada -
Liquidada
	Solicitud

Negada

	Líneas Aéreas
	Registro aprobado - 
Liquidado
	Registro negado
	Solicitud aprobada -
Liquidada
	Solicitud

Negada

	Seguros y Reaseguros
	Registro aprobado -
Liquidado
	Registro negado
	Solicitud aprobada -
Liquidada
	Solicitud

Negada

	Solvencia
	INCE
	SENIAT
	CONAVI
	Solvencia Laboral


a) Se determinaron 9 casos, 29 tipologías, de acuerdo a los status aprobado, liquidado y negado.
b) La consideración como resguardo permanente está destinada a los expedientes de Registro, con status aprobado, liquidado; esta tipología reúne los documentos históricos de las empresas que quedan registradas en CADIVI.  
c) Aunque las tipologías presentan similitudes, la especificidad de los casos establece las diferencias de fondo contenido.  

3.6.4 - Condiciones ambientales 

Cuadro 7
	
	PARÁMETROS
	APARATOS

 DE MEDICIÓN
	ENTORNO

 AMBIENTAL
	OBSERVACIÓN

	Humedad Relativa
	No se realizó medición. El parámetro normal debe registrar entre un 40% y  un 60% .
	No existen aparatos para la medición.
	Vegetación abundante; clima  fresco con neblina eventual.
	Debido al entorno ambiental, y a la capacidad del aire acondicionado, se presume que los parámetros estén alterados.

	Temperatura
	Parámetros adecuados; lectura constante entre 18ºC y 20ºC.
	Existe equipo de aire acondicionado.
	Diariamente se permite la ventilación natural por una hora para evitar la concentración de la humedad.
	El sistema de aire acondicionado funciona de manera eficiente, garantizando la conservación del material papel.

	Ventilación
	90% artificial; 10% natural.
	No existen ventiladores artificiales; Ventilación natural cuando se abren los ventanales.
	Corriente de aire fuerte y constante.
	La ventilación natural influye positivamente en el control de la humedad y temperatura. 

	Iluminación 
	90% natural, 10% artificial.
	Suficientes aparatos de iluminación en cada área.
	La iluminación natural incide en grado mínimo en las áreas.
	No se presentan  problemas importantes en este aspecto.


a) La humedad relativa se ve influida por la nutrida vegetación, con neblina eventual; se aprecia que no existen aparatos técnicos para realizar la medición adecuada. 

b) La temperatura se mantiene dentro de los límites establecidos, debido a la utilización de un eficiente sistema de aire acondicionado; se refleja una lectura constante entre 18ºC y 20ºC. 

c) La ventilación es en un 90% artificial (aire acondicionado), y un 10% natural debido a que diariamente se abren los ventanales por un período de 1 hora, con el fin de proveer a la colección de una corriente natural, y evitar la concentración de humedad.

3.6.5 - Recepción por rubros y cantidades entre el 2003 y el 2006
Cuadro 8
	CASO
	2003
	2004
	2005
	2006
	TOTALES

	Casos Especiales
	4560
	30407
	47805
	20656
	103428

	Deuda Externa
	3065
	4275
	1654
	572
	9566

	Estudiantes
	6411
	33399
	29541
	17985
	87336

	Exportaciones
	3168
	50404
	131866
	137560
	322998

	Importaciones
	76569
	546709
	680838
	465101
	1769217

	Inversiones Internacionales
	8983
	5356
	5414
	3115
	22868

	Líneas Aéreas
	137
	562
	841
	546
	2086

	Seguros y Reaseguros
	285
	1813
	3269
	2925
	8292

	TOTALES
	103178
	642925
	901228
	647960
	2295291


Del Cuadro 7 se extrae el siguiente análisis:

a) Se observa un incremento en la recepción, entre el 2003 y el 2006, de 103.178  solicitudes a 2.295.291 solicitudes, lo que representa un porcentaje de aumento del 2.224,59%. Habiéndose determinado en el diagnóstico que cada estante resguarda, aproximadamente 1000 expedientes, se requerirían 2.295 estantes para garantizar la custodia adecuada. En el (Gráfico 4) se refleja la cantidad de estantes adquiridos para cada año, y se demuestra como no existe correspondencia entre lo recibido y los estantes necesarios. 

b) La explicación del incremento acelerado en el 2005, de 642.925 solicitudes a  901.228 solicitudes, y luego una baja en el 2006 a 647.960 solicitudes, se debió a dos factores; el primero de carácter especulativo, relacionado con una matriz de opinión que difundió la tesis de un aumento en el precio del Dólar oficial, y el Dólar paralelo; lo que produjo un incremento acelerado en las solicitudes de divisas para este período; el segundo de carácter operativo debido a la flexibilización en la asignación de Divisas por vía del uso del cupo de la tarjeta de crédito, y las compras por Internet para los de bienes y servicios.
c) Las importaciones con un 77,08%, y las exportaciones con un 14,07 %, son los dos rubros de mayor porcentaje para la recepción, y los que ocupan el mayor espacio de la capacidad de resguardo en el Archivo General. En este sentido el  91,15% del problema planeado está relacionado directamente con el control del resguardo de estos dos rubros. 
d) La cantidad de solicitudes recibidas, 2.295.291 al 2006, presuponen una revisión a los criterios de valoración, selección y expurgo, en vista que se ha conformado un fondo documental que requiere un espacio cuya dimensión oscila entre los 2.000 a 2.500 metros cuadrados.    
3.6.6 - Crecimiento comparativo de la recepción entre el  2003 y el 2006
Gráfico 1
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Análisis del Gráfico 1:

a) El salto de 103.178 solicitudes recibidas en el 2003, a 642.925 solicitudes en el 2004, representa un incremento del 623%; para el 2005 se reciben 901.228 solicitudes reflejando un incremento del 873,46%; en el 2006 el porcentaje se nivela a la recepción del año 2004 reflejando un 628%; estos porcentajes tienen como punto de referencia lo recibido en el año 2003, año en que inicia la recepción. 
b) En virtud de lo referido en el punto b) del análisis de la (Tabla 1), en cuanto al factor especulativo como elemento determinante en el incremento de la recepción de solicitudes en el año 2005, se puede tomar como referencia para el incremento porcentual, un 620% por año, cifra que coincide en el 2004 y el 2006. 
3.6.7 - Rubros de mayor recepción 

Gráfico 2
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Análisis del Gráfico 2:
a) Este gráfico refuerza lo expuesto en el punto c) de la (Tabla 1), en cuanto a los rubros que ocupan el mayor espacio en el Archivo General; 77,08% para las importaciones, y 14,07 %, para las exportaciones.

b) A diferencia de la curva de las importaciones que registró una baja, las exportaciones mantienen su nivel de crecimiento.
c) Es evidente que la actividad económica venezolana se mueve en torno a la dinámica de las importaciones; la diferencia con la barra de las exportaciones es muy notoria.
3.6.8 - Capacidad de resguardo en metros cuadrados 

 Gráfico 3
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Análisis del Gráfico 3:

a) Para el 2003 se disponía de un área de resguardo de  252,187 metros cuadrados, en los cuales se ubicaron 103.178 solicitudes según lo referido en la (Tabla 1). 
b) Mientras el espacio se incrementó en un 103,92% para el 2004 (262,08 metros cuadrados), la recepción se incrementó en un 623% (642.925 solicitudes). 
c) Para el 2005 se incrementó el espacio en un 18,31%; mientras las solicitudes (901.228), se incrementaron en un 873,46%. Se puede inferir claramente, que para este período se agravó el problema de manera estructural.
d) En el 2006 se logró un espacio (700 metros cuadrados), lo que significa una acción directa a la solución del problema.    
3.6.9 - Capacidad de resguardo en metros lineales 

Gráfico 4
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Análisis del Gráfico 4:

a) Las capacidades en metros lineales son proporcionales a las capacidades en metros cuadrados reflejadas en el gráfico anterior (Gráfico 3). 

b) La sumatoria de los metros lineales del 2003 al 2006 es de 5.771 metros lineales en total; cantidad acumulada en 3 años, que nos describe un archivo con una dinámica de crecimiento de granes dimensiones.
c) En el 2005 se resguarda la menor cantidad de metros lineales (330 metros), siendo el período en el cual más solicitudes se recibieron. 

d) Las cantidades y capacidades referidas tanto en metros cuadrados, como en metros lineales, implican una gestión altamente eficaz, dirigida a la administrativa de los costos y presupuestos para garantizar el mantenimiento de la estructura y el sistema.  

3.6.10 - Estantería adquirida entre el 2003 y el 2006
Gráfico 5
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Análisis del Gráfico 5:

a) Para el 2004 se incrementó la adquisición de estantería en un 109%, lográndose 232 estantes para el Archivo General de CADIVI; en el 2005 la adquisición se incrementó sólo en un 26,29%; en el 2006 se eleva el porcentaje  a un  98,60%, adquisición que se corresponde con la capacidad en metros cuadrados y lineales concretados.
b) Como se refirió en los gráficos 3 y 4, el Gráfico 5 refleja el período pico del problema para el año 2005; en este sentido fue el período con menos metros cuadrados, menos metros lineales, y menos estantería habilitada para el resguardo; en contraposición a estas medidas, fue el período de mayor recepción de solicitudes.
c) La capacidad de resguardo por estantería, según el diagnóstico realizado, es de 1000 expedientes por estante; en este sentido para el 2003, había una capacidad de resguardo de 211.000 expedientes en los 212 estantes disponibles; habiendo recibido 103.178 solicitudes, no se presentaron problemas de resguardo. Es importante señalar que el inicio de CADIVI estuvo marcado por un ambiente de incertidumbre en cuanto al establecimiento del control de cambio y el sistema como ente administrador de las divisas, lo que dificultó de manera importante los cálculos para el crecimiento del fondo documental, en términos de metros lineales y metros cuadrados; es en el 2004 cuando se elimina la incertidumbre, y comienza la dinámica de recepción de solicitudes de divisas, permitiendo los cálculos respectivos de espacio y estantería.
d) En el 2004 comienza el déficit de espacio, ya que se logran 232 estantes en los cuales se podían resguardar 232.000 solicitudes, pero en contraste se recibieron 642.925 solicitudes.
e) Para el 2005 se agrava el problema debido a que se adquirieron 61 estantes que permitían resguardar 61.000 expedientes; habiendo recibido 901.228 solicitudes era evidente la situación de alarma operativa para el resguardo, clasificación, préstamo, y demás operaciones archivísticas.

f)   La adquisición de 600 estantes en el 2006 garantizaba el resguardo para 600.000 solicitudes: lo que infiere que no contribuyó a la solución estructural; ni siquiera se garantizó el resguardo de las solicitudes (647.960) recibidas en este período.  
g) Es importante reflejar que, si del 2003 al 2006 se recibieron 2.295.291 solicitudes, y se adquirieron 1105 estantes; y en el diagnóstico se determinó que cada estante resguarda 1.000 expedientes, entonces según estos cálculos la capacidad de la estantería de CADIVI sólo podría resguardar 1.105.000 solicitudes; reflejando un déficit, según lo recibido de 1.190.291 solicitudes.
h) Las 1.190.291 solicitudes reflejadas como déficit, requerirían 1.190 estantes para ser resguardadas adecuadamente.
i) El promedio anual de estantería es de 800 estantes, para nivelar la recepción con el resguardo; esto implica un espacio anual de 900 metros cuadrados aproximadamente. 

3.6.11 - Resguardo inadecuado
	                                                                 Cuadro 9
                                                                  

	
	Área
	      Metros lineales
	Ubicación 
	

	
	Archivo 1
	81
	en techo de estantes
	

	
	Archivo 2
	51
	en techo de estantes
	

	
	Archivo 2 (remesas)
	20
	piso entre pasillos
	

	
	Archivo 2
	14
	piso entre pasillos
	

	
	Archivo 3
	154
	en techo de estantes
	

	
	Archivo 3
	81
	piso entre estantes
	

	
	Archivo 4
	80
	en techo de estantes
	

	
	Archivo 5
	33
	piso entre estantes
	

	
	Archivo 5
	78
	en techo de estantes
	

	
	Sótano 1
	200
	En piso
	

	
	Sótano 2
	200
	En piso
	

	
	Sistemas 1
	80
	En piso
	

	
	Sistemas 2
	100
	En piso
	

	
	Sistemas 3
	50
	En piso
	

	
	Total
	1222
	
	


Análisis del cuadro:

a) Aunque los espacios están relacionados como resguardo inadecuado, en la dinámica diaria han paliado la situación de emergencia operativa, tanto para la recepción como para el resguardo.

b) De la multiplicación de los 1222 metros lineales x 3 (relación que se establece asumiendo que caben tres cajas por cada entrepaño), resultan 3.666 cajas en resguardo inadecuado; el diagnóstico determinó que se pueden ubicar 3 cajas por metro lineal, o 15 cajas por cada estante.
c) Las 3.666 cajas a resguardar requieren de 244 estantes, en un espacio aproximado de 300 metros cuadrados.       

CAPÍTULO IV

PROPUESTA

4.1 – Tabla de Temporalidad y Disposición Documental para los expedientes de solicitudes de divisas de CADIVI 
Datos referenciales:
· Fondo Documental; Archivo de expedientes de las Solicitudes de La Comisión de Administración de Divisas CADIVI.
· Documento de referencia nacional; RUSAD (Registro de Usuarios del Sistema de Administración de Divisas).     

· Data y Cronología; febrero 2003 – 2007.

· Distribución de la disposición; Archivo General, Archivo Inactivo, Archivo Histórico.

· Volumen de resguardo; sobre los dos millones de expedientes aproximadamente.
· Recepción promedio diaria; tres mil expedientes diarios.
· Personal operativo; treinta y dos funcionaros.

· Valores de gestión; administrativo, legal, fiscal, contable, financiero, histórico.
· Se tomarán los documentos como históricos a partir de los diez (10) años.

En la presente propuesta se establecen los elementos básicos que determinarán el criterio de aplicación para las acciones concretas que requiere la institución. En este sentido se reflejan: la tradición documental, nombre de la serie, tipologías, valores, custodia, retención, base legal, y las instrucciones o procedimientos en cuanto  al traslado y transferencia que resultare. El ámbito de aplicación está enmarcado en la teoría del procedimiento administrativo, con lo cual se intenta normalizar la dinámica operativa de la Unidad de Archivo General de CADIVI, suministrando un instrumento que permitirá el establecimiento de una planificación y control en las áreas y espacios dispuestos para el resguardo de los expedientes. 
La tabla de Temporalidad y Disposición Documental (TDD), o Tabla de Retención Documental (TRD) producto de la presente investigación, recoge las variables tanto operativas, como técnicas de la materia, teniendo clara definición de los documentos que se manejan y de la ubicación de los mismos dentro del ciclo vital que se lleva a cabo. El crecimiento exponencial del Fondo Documental de CADIVI, hace del estudio y análisis de la implementación de este instrumento, una decisión imperativa al logro del mejoramiento del servicio, específicamente lo concerniente al control, recepción, resguardo, y disposición oportuna de la información. El resultado encierra los datos obtenidos directamente del problema, lo que garantiza la representación de la realidad estudiada, y el reflejo de las necesidades diagnosticadas en términos administrativos, teóricos, técnicos y operativos.                            
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(metros lineales)

1336

1105

330

3000



Hoja1

				Columna1

		2003		1336
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Casos Especiales

Deuda externa

Estudiantes

Exportaciones

Importaciones

Inversiones Internacionales

Líneas Aéreas

Seguros y Reaseguros

Recepción 2003 - 2006

4560

3065

6411

3168

78245

8983

137

285

30407

4275

33399

50404

522574

5356

562

1813

47805

1654

29541

131866

680838

5414

841

3269

20656

572

17985

137560

465101

3115

546

2925



Hoja1

				Casos Especiales		Deuda externa		Estudiantes		Exportaciones		Importaciones		Inversiones Internacionales		Líneas Aéreas		Seguros y Reaseguros

		2003		4560		3065		6411		3168		78245		8983		137		285

		2004		30407		4275		33399		50404		522574		5356		562		1813

		2005		47805		1654		29541		131866		680838		5414		841		3269

		2006		20656		572		17985		137560		465101		3115		546		2925






